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1CONFLICTO ARMADO Y PROCESOS DE PAZ EN COLOMBIA. 1928-2016La vieja Colombia murió el 9 de abril de 1948,la nueva no ha nacido todavía. William Ospina.  Ensayista colombiano.
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El recorrido por la historia del 
siglo pasado nos muestra una 
concatenación de conflictos 
no resueltos cuyos esfuerzos 
de pacificación inauguran las 
condiciones para la postergación o 
el inicio de nuevos conflictos. 
La secuencia de guerras en los distintos periodos señala una 
oscilación entre mayores, medianos o bajos niveles de violen-
cia en clara relación con los motivos que inspiraron el accionar 
bélico. El siglo XX hace tránsito con la guerra de los Mil Días y de 
paso encadena el desarrollo de las siguientes confrontaciones 
armadas con un conflicto todavía vigente. La percepción de Co-
lombia como un país esencialmente violento a nivel interno y 
externo obliga a una reflexión profunda sobre la naturaleza del 
conflicto y la manera como ha sido tejida en el imaginario colec-
tivo una guerra sin posible solución.
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Muchos años antes de haber nacido a la guerra y a las armas los primeros grupos gue-
rrilleros en Colombia, los esfuerzos por alcanzar la paz y reconciliación han estado 
latentes en las agendas de los gobernantes; con el mayor de los ánimos y mejores 
intenciones han sido celebrados tratados de paz con distintos movimientos insurgen-
tes en diferentes momentos a lo largo de las últimas siete décadas. Sin embargo, el 
anclaje ideológico instituido en la construcción del supuesto enemigo, la aparición de 
nuevos actores como el narcotráfico, la presencia desdibujada de un Estado garante 
del control social y el progresivo aumento de nuevas y peores formas de lógicas de 
guerra, han hecho del conflicto colombiano un entramado de sin salidas difíciles de 
solucionar por la vía política. 
En consecuencia, el capítulo tiene como propósitos contextualizar: 
Para articular el objeto de estudio hacia la explicación del sujeto que ingresa a la 
guerra, que permanece y que se desmoviliza de manera individual. 
La problemática del conflicto armado 
La desmovilización colectiva
La desmovilización/ruptura/quiebre de los 
excombatientes que lo hicieron por su propia cuenta
1
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Para tal fin el capítulo ha sido estructurado en ocho apartados que van hilando en 
simultaneo el origen y desarrollo del conflicto armado junto con los procesos de nego-
ciación o acuerdos de paz celebrados entre el Gobierno y los grupos insurgentes desde 
1953 hasta el más reciente, celebrado con las FARC.
El primer apartado ha sido denominado De las autodefensas campesinas a 
las guerrillas liberales. El texto expone el contexto social y político en el cual 
surgen las primeras expresiones de insurgencia armada en estrecha relación 
con la violencia bipartidista y la herencia de disputas y rupturas en el decurso 
de la acomodación y lucha por el poder a cargo de liberales y conservadores. 
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En el segundo apartado, De las guerrillas liberales al Frente Nacional, se realiza 
un análisis de la manera en la cual el conjunto de acontecimientos sociales determinó 
la organización de las guerrillas de filiación liberal. También se abordan las primeras 
desmovilizaciones de grupos subversivos a cambio de indulto. El análisis busca pre-
cisamente encontrar algunos elementos de relacionamiento en el contenido hete-
rogéneo de la coyuntura política y los primeros asomos del movimiento insurgente. 
Del Frente Nacional a las guerrillas de primera y segunda generación es el tercer 
apartado. El texto se ocupa de explorar los orígenes y causalidades que se hicieron 
presentes al momento de la gesta revolucionaria. Además, plantea el efecto político 
que trajo consigo el acuerdo político conocido como Frente Nacional y cómo a espal-
das de dicho pacto político nacen las guerrillas y, por consiguiente, el conflicto armado.
El cuarto apartado ha sido denominado Inicio de la política pública de desmovi-
lización: gobiernos Betancourt y Barco. Entre el narcotráfico y paramilitarismo. El 
análisis privilegia el contexto que da arranque a la construcción de la política para 
la desmovilización de grupos guerrilleros. Bajo esa perspectiva sitúa las condicio-
nes en las cuales prosperan los primeros escenarios de diálogo y negociaciones en 
paralelo con la aparición de grupos paramilitares y el fenómeno del narcotráfico.
El quinto aparato recibe el nombre de Desmovilización de las guerrillas de se-
gunda generación. La nueva Constitución abre el camino. En lo fundamental el es-
crito muestra los acuerdos de paz celebrados entre el Gobierno y un grupo de gue-
rrillas en conformidad con una reforma política. En contraste, precisa la fundición 
del narcotráfico en todas las esferas sociales y el advenimiento y cristalización de 
un proyecto político-militar denominado Autodefensas Unidas de Colombia (AUC).
El apartado Entre el juicio político y el Caguán: gobiernos de Samper y Pas-
trana es el sexto. La aproximación teórica da una visión sobre la crisis institu-
cional que atravesó el gobierno de Samper, los acuerdos de paz firmados con 
las Milicias Populares de Medellín y la puesta en marcha de las Convivir. En rela-
ción con el gobierno de Pastrana detalla el fracaso del proceso de diálogo con 
las FARC y la construcción de la agenda temática con el ELN.
En el séptimo apartado se encuentra De la desmovilización de las AUC a la 
conformación de bandas criminales. El texto avanza en el análisis del proce-
so de desmovilización llevados a cabo en el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, 
las condiciones en que proliferó su apuesta política y el estancamiento de los 
acuerdos de diálogos con los grupos insurgentes. 
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El último apartado es De Marquetalia a la Habana: acuerdo de paz con las 
FARC. Gobierno de Santos. El texto hace alusión a la explicación entre los puntos 
de encuentro y las intersecciones que posibilitan firmar un acuerdo de paz con 
las FARC. Teniendo en cuenta las características, los principios fundacionales, su 
estructura militar y su dimensión revolucionaria de larga duración, se otorga pre-
ferencia a los factores políticos relevantes para explicar su desmovilización. 
En conclusión, el capítulo busca tejer una cadena de redes de relaciones sociales y po-
líticas articulando explicaciones causales mediatas o derivadas de las configuraciones 
históricas concretas en la constitución del conflicto armado y en la construcción de 
la política para la desmovilización. Las secuencias en los acontecimientos encierran 
contradicciones que operaron en su momento como ventana de oportunidades. 
El análisis desde una mirada crítica de la historia supone una comprensión en un sentido 
dialéctico, donde no existe una historia unilateral, cuya explicación sea a partir de uno 
u otro factor dominante; por el contrario, se ubica en una mirada crítica de la historia,
cuya visión filosófica plantea un 
procedimiento lógico en perspectiva, una 
postura del sujeto abierta hacia la reflexión 
que deviene histórica, es una invitación 
a trascender la tentativa de reducir lo 
múltiple a lo simple, donde el progreso de 
los fenómenos de corta, mediana y larga 
duración permitan la lectura en todas sus 
transformaciones (Braudel, 1970).
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10.  La guerra de los Mil Días se desarrolló entre los años 1899 y 1902. 
DE LAS AUTODEFENSAS 
CAMPESINAS A LAS 
GUERRILLAS LIBERALES 
El conflicto armado en Colombia 
encuentra sus raíces en el surgimiento de 
los grupos de autodefensas campesinas 
cuyo inicio se remonta a 1928. 
La interminable cadena de conflictos no resueltos que arrastra-
ban las guerras por la independencia, la repartición por el acceso 
al poder entre los ya creados partidos políticos Liberal y Conser-
vador y la lista de muertos junto con el malestar social ocasiona-
do por la guerra de los Mil Días10, que fue la última de las grandes 
confrontaciones del siglo XIX y cuyo resultado fue la separación 
de Panamá, sería el preludio de las guerras por venir en medio de 
una profunda crisis política y económica (Villamizar, 1997).
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Para 1928 las relaciones entre el campesinado y los terratenientes se enmarcaban en la 
tenencia de la tierra bajo la figura de “hacienda”; la oposición liberal recogía y auspiciaba 
el inconformismo campesino hacia la insurrección armada. En 1930 llegaría a la presi-
dencia Enrique Olaya Herrera en representación del partido Liberal, lo que puso fin a 
50 años de gobiernos conservadores sucesivos. El Partido Comunista Colombiano, PCC, 
hacía su aparición y de paso dinamizaba las luchas de las masas obreras y campesinas. 
En medio de la fragmentación del país se presenta un hecho que, si bien no determinó 
la salida armada, sí daría paso a la organización de ejércitos conocidos como “autode-
fensas campesinas”. En diciembre de 1928, en el departamento del Magdalena, traba-
jadores sindicalizados de la empresa americana United Fruit Company, luego de unos 
meses de huelga fueron asesinados por soldados del Ejército colombiano en obedien-
cia a órdenes emitidas desde el ejecutivo; este hecho se conoce como “Masacre de 
las bananeras” y marcaría el inicio de los “pájaros” y los “cachiporros”, los primeros 
denominados a campesinos y habitantes de filiación conservadora y los segundos a 
campesinos procedentes de pueblos liberales.
La continuación del liberalismo en el poder bajo la presidencia de Alfonso López Pu-
marejo (1934-1938) consistió en una modernización de la figura del uso de la tierra 
mediante la conversión del latifundista a empresario. En algunos departamentos no 
tardaron en producirse brotes de violencia entre los ya constituidos grupos de auto-
defensas que, imbuidos por los discursos respectivos de liberales y conservadores, ar-
mados con palos, machetes y escopetas de la época y con el apoyo de la Iglesia católi-
ca a favor de los conservadores, se convirtieron en eficaz estímulo a la violencia rural. 
Dadas las condiciones de violencia ya instituidas y sumado a la lealtad partidista por 
parte de los campesinos, las autodefensas campesinas (cachiporros y pájaros) se con-
virtieron en el brazo armado ilegal de los respectivos partidos políticos. La desenca-
denada escalada de agresión por parte de los dos bandos sumada a los intereses cada 
vez menos negociables de campesinos obreros generaron las condiciones hacia la 
apertura de un escenario de guerra en las zonas provinciales particularmente, cuyo 
resultado vislumbraría las primeras masacres campesinas, desplazamiento forzado y 
migración de la población civil (1935-1945). 
El abuso de los terratenientes en los grandes latifundios del sur del Toli-
ma durante la década de los 30 hizo surgir las denominadas autodefen-
sas campesinas, que habrían de dar origen a las guerrillas comunistas. 
Estas, al ser perseguidas por la represión oficial, se hicieron solidarias 
con las guerrillas de carácter netamente liberal. (Puyana, 2003, p. 166)
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Sumado a lo anterior, a principios de los años 40 dos figuras canalizaban los 
ánimos de las masas liberales y conservadoras. Por un lado, estaba un caudillo 
popular, Jorge Eliécer Gaitán, en representación del liberalismo y, por otro lado, 
Laureano Gómez, conservador, católico ferviente que adoptó una belicosidad 
política y reaccionaria en contra de las clases populares. “Era también la épo-
ca en que los fascismos europeos desarrollaban un programa político y social, 
constituyéndose en otra fuente de inspiración para la ultraderecha nacional” 
(Ramírez, 2014).
En el marco de las elecciones presidenciales para el periodo 1950-1954, el candi-
dato por el partido liberal Jorge Eliécer Gaitán es asesinado el 9 de abril de 1948 
en la ciudad de Bogotá. El impacto social y político de este asesinato fue devas-
tador para el país porque él representaba la posibilidad de acabar con el con-
flicto entre las autodefensas campesinas bipartidistas, en la medida que recogía 
el clamor de los campesinos liberales y brindaba mejores garantías de inversión 
agraria para los campesinos del ala conservadora. Además logró la adhesión de 
la mayoría de los campesinos y clase popular en ese momento, lo que significaba 
la vía para romper con las divisiones sociales y un camino para alcanzar la cons-
trucción de la paz alrededor de un único proyecto de Nación. Gaitán no solo era 
el seguro triunfador, sino el candidato con mayor apoyo de las masas e inclusive 
de los partidos recientes como el Partido Comunista Colombiano (PCC).
Este asesinato fue conocido como el Bogotazo. Lo importante para destacar es 
que a partir de ese momento se da inicio al periodo conocido como la Violencia 
(1948-1962) (Echeverri, 2007, p. 137) En medio de la desesperanza, la frustración 
y el sinsabor nacional que dejaba este acontecimiento, distintas formas de vio-
lencia proliferaron en su máxima expresión y dejaron a su paso la muerte de más 
de un millar de colombianos, el desplazamiento de campesinos de zonas rurales 
a las ciudades y, por supuesto, la institución simbólica de un proyecto de Nación 
más cercano de la violencia armada y alejado de la vía política.
En consecuencia, la arremetida de los liberales se canaliza por medio del levan-
tamiento nacional en contra de los simpatizantes conservadores. Era el tiempo 
del comienzo de la Guerra Fría; el despliegue de la política anticomunista desde 
Washington también era el tiempo de la rabia contenida que, junto con los edi-
ficios, ardía en Bogotá sin tregua alguna y, finalmente, era el tiempo del paso 
de las autodefensas campesinas para ser la primera expresión de las guerrillas 
liberales en ofensiva a la agresión desatada por el gobierno de Mariano Ospina 
Pérez (1946-1950).
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Con el objetivo de establecer el orden ante la violencia desatada, rápidamente 
fueron reclutados conservadores que se sumaron a los ya conformados “pája-
ros” en permisividad del Gobierno y con apoyo de la Fuerza Pública. Los “chula-
vitas” fue el nombre que recibieron las autodefensas campesinas conservado-
ras cuyo propósito consistió en eliminar la turba liberal y restablecer el orden 
público. Los “cachiporros”, que en un principio contaron con la tutela liberal 
hasta el momento que se tornaron peligrosos e incontenibles, no solo por el Bo-
gotazo sino también ante la violencia conservadora que desbordó todo límite, 
pasarían a convertirse en bandas delincuentes, “bandoleros”, y serían el inicio 
de las guerrillas liberales. 
La persecución contra los 
liberales se convertirá en 
acción sistemática en 1949 
con los “chulavitas y pájaros” 
paramilitares que aterrorizaron 
el Valle, el viejo Caldas, y 
Antioquia. Por razones políticas 
y tácticas los desplazados por 
la violencia se reunieron en los 
Llanos Orientales, donde llegó a 
haber más de 20 000 guerrilleros. 
(Orduz y Rodríguez, 1990, p. 7) 
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DE LAS GUERRILLAS 
LIBERALES AL 
FRENTE NACIONAL
La mitad del siglo XX señalaba una 
estrecha relación con la mitad del 
panorama nacional: la mitad de los 
muertos eran liberales, la otra mitad 
conservadores; 
en los campos en donde se libraban tan demenciales batallas la 
mitad participaban directamente, la otra mitad se resguardaba 
o se desplazaba a las ciudades; la mitad imaginaba una guerra, 
la otra mitad la cargaba dejando a su paso un saldo no inferior a 
200 000 muertos (Valencia, 2012).
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En medio de las condiciones sociales se dio la elección de Laureano Gómez como presiden-
te de Colombia para el periodo 1950-1954. El peso del anticomunismo, la esencia conserva-
dora del nuevo gobierno y su proclividad hacia estrategias de represión popular, el apoyo de 
la Iglesia católica así como de terratenientes, los “chulavitas”, mismos grupos organizados 
por el recién presidente electo y que operaron con eficacia sobre la masa liberal, y el desplie-
gue de una apuesta política dirigida no solo al aniquilamiento simbólico y real de la protesta 
liberal sino también al exterminio de los nacientes focos de resistencia armados provenien-
tes de las guerrillas liberales, estuvieron presentes de principio a fin en el nuevo gobierno. La 
elección de Laureano Gómez no solo representa el silenciamiento de la resistencia civil sino 
también la institución de un imaginario de violencia con el que cargarán las generaciones 
venideras y que será puesto al servicio de la oligarquía en un país sin memoria.
Por su parte, en la región de los Llanos Orientales en medio de sangre y fuego crecía 
el movimiento revolucionario que se encarnaba en la figura de Guadalupe Salcedo, 
quien sería conocido como el comandante de las guerrillas liberales del llano y cuyo 
levantamiento marcaría la derrota militar del gobierno conservador. 
La percepción de un proceso de pacificación equivocado, el progresivo apoyo popular 
hacia Guadalupe Salcedo y, por consiguiente, el aumento en las filas de las guerrillas libe-
rales en los departamentos de Caldas, Cundinamarca, y Tolima principalmente, fueron los 
motivos de encuentro entre políticos liberales y conservadores para conspirar un único 
golpe de Estado que derrocaría al gobierno de Gómez e instauraría un gobierno militar. 
El gobierno del general Gustavo Rojas Pinilla (1953-1957) marca el inicio de los proce-
sos de paz en Colombia. Para el nuevo gobierno buscar la paz por una vía distinta a 
la confrontación armada resultaba la alternativa adecuada. En el trascurso del primer 
año el mandatario ofrece amnistía para todos los denominados “bandoleros” con la 
promesa de garantizar un tranquilo y pacífico retorno a la vida ciudadana, así como la 
reparación a las víctimas que dejaba la violencia bipartidista. Las guerrillas liberales 
del llano en cabeza de Guadalupe Salcedo se acogen al ofrecimiento de desmoviliza-
ción en julio del año 1953. Guadalupe Salcedo sería asesinado cuatro años después, el 
6 de junio de 1957, en la ciudad de Bogotá por agentes de la Policía Nacional. 
La amnistía otorgada por el gobierno del general Rojas fue una de las más eficaces para su tiem-
po y se fundamentó en la credibilidad que tuvo su administración en su comienzo; sin embargo, 
en lugar de dar curso a las reformas que habían sido acordadas al momento de la entrega de las 
armas, el 4 de abril de 1955 el Gobierno declaró “zonas de operaciones militares” a los municipios 
en donde se presumía que existían células de autodefensas campesinas liberales, dando como 
resultado el resurgimiento armado por parte del campesinado liberal de la mano con el PCC. 
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Durante el segundo semestre de 1955 la situación se resquebrajo. Las 
autodefensas campesinas mostraron una definida línea marxista que 
reforzaba su organización bajo las banderas de las reivindicaciones so-
ciales en la lucha por la tierra. La violencia se recrudeció y adquirió un 
carácter más social que partidista. (Arias, 2003, p. 169)
El final del gobierno del general Rojas señala la distancia en el esfuerzo por llegar a la 
concordia nacional. Algunos excombatientes del proceso de amnistía cayeron asesi-
nados. El Ejército fue abandonando su aparente neutralidad y dio curso a la persecu-
ción de campesinos, en su mayoría liberales y comunistas. 
La violencia no había finalizado, entraba en una 
nueva etapa en la cual las Fuerzas Armadas 
se convertían en uno de los protagonistas 
centrales. Al mismo tiempo empiezan a aparecer 
núcleos guerrilleros comunistas que orillados 
por la represión fortalecen sus lazos con las ya 
organizadas guerrillas liberales. La justificación 
empleada hacia la contrainsurgencia desemboca 
en una oleada de violencia. Estas secuencias de 
traspiés marcarían el fin de una posibilidad que 
hubiera permitido instaurar un proceso de paz 
perdurable (Arias, p. 209).
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La renuncia del general Gustavo Rojas Pinilla en mayo de 1957 y el establecimiento 
de una Junta Militar transitoria facilitaron el entendimiento entre los líderes liberales 
y conservadores: Mariano Ospina Pérez, representante del partido Conservador, y Al-
berto Lleras Camargo, representante del partido Liberal, acordaron nuevas reglas de 
juego para la distribución del poder y de paso poner fin a la violencia en el territorio 
nacional. Mediante el plebiscito del 1 de diciembre de 1957 se aprueba el inicio del pe-
riodo conocido como Frente Nacional (1958-1974), que consistió en un acuerdo entre 
los partidos hegemónicos para repartirse el poder de gobernar un partido cada cuatro 
años, un acto de amnistía implícito bipartidista y un acuerdo que no supuso ningún 
tipo de responsabilidad política. El Frente Nacional muestra el reducido alcance de-
mocrático, la inoperancia institucional, la lucha por el poder por parte de las élites 
políticas, en fin, el reflejo en el espejo del panorama político colombiano en su remem-
branza y perpetuación. 
El Frente Nacional, como reino de la civilización frente a la barbarie, para 
tratar de eximir de responsabilidades a los liberales y a los conservado-
res, había convertido el periodo de La Violencia en una especie de “pun-
to muerto”, vacío de significación en la trama de los acontecimientos 
(Valencia 2003 p. 26). 
Análisis de la decisión individual en procesos de desmovilización con sujetos 
excombatientes de grupos al margen de la ley en Colombia
68
O3
DEL FRENTE NACIONAL 
A LAS GUERRILLAS DE 
PRIMERA Y SEGUNDA 
GENERACIÓN
El devenir del tiempo acordado por 16 
años entre liberales y conservadores 
resultó contradictorio y operó como 
una gran cortina de humo que 
trajo consigo la conformación del 
movimiento guerrillero. El transcurso de 
los años (1958-1974) se enmarca en el 
advenimiento de lo que sería el conflicto 
armado por los próximos 50 años. 
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En Colombia no es preciso señalar que el movimiento insurgente nace con las primeras 
guerrillas: Fuerzas Armadas Revolucionarias 1964 (FARC), Ejército de Liberación Nacio-
nal 1964 (ELN) y Ejército Popular de Liberación 1967 (EPL); sí resulta preciso mencionar 
que la conformación de las guerrillas mencionadas es el resultado de una metamorfo-
sis de las autodefensas campesinas liberales y comunistas creadas a partir de 1930 y 
con mayor determinación desde el Bogotazo. 
En consecuencia, por una parte, el carácter cerrado y excluyente del régimen bipar-
tidista, la pérdida de sectarismo entre los liberales y conservadores y el trasfondo 
puramente oligárquico del pacto que se reducía en un acuerdo entre las cúpulas de 
los partidos sin mayor participación popular y, por otra parte, la influencia triunfante 
de la revolución en Cuba (1959), el sinsabor de la violencia que atravesaba todos los 
ámbitos de la existencia, tres décadas de confrontación aparentemente por motivos 
políticos e ideológicos, la represión militar proveniente de la Policía y el Ejército he-
redada del gobierno de Laureano Gómez, el inicio del Movimiento Obrero, Estudian-
til y Campesino fueron las bases que orientaron el paso de la rebelión simbólica a la 
revolución armada.
El Frente Nacional fue inaugurado por el liberal Alberto Lleras Camargo (1958-1962). 
Con el propósito de detener la escalada violenta lanzó como estrategia suspender la 
acción penal en contra de las personas que hubiesen cometidos crímenes por causa 
de la violencia en los departamentos de Caldas, Tolima, Huila y Valle del Cauca, cuya 
información certificaba la existencia de guerrillas liberales. También creó la Comisión 
Nacional Investigadora de las Causas de la Violencia cuyas conclusiones políticas no 
serían atendidas con eficacia, aunque por medio de la Comisión se negoció la desmo-
vilización de guerrilleros liberales originarios de Cundinamarca y de los Llanos Orienta-
les y se da paso a un programa de rehabilitación a través de la Comisión Interministe-
rial de Rehabilitación, que consistió en llevar los beneficios del Estado a aquellas zonas 
cuyo desarrollo se vio afectado por la violencia.
Las intenciones de Lleras se contravenían con sus actos; como medida de seguri-
dad se declaró el estado de sitio hasta que los focos de subversión fueran elimina-
dos o su derrota se tramitara por medio de la rendición voluntaria. Sin embargo, la 
importancia de los esfuerzos tanto de Rojas como de Lleras no fue valorada en su 
verdadera magnitud ni por la clase política ni por la sociedad en general. Para ese 
momento los procesos de negociación con los insurgentes se encuadraban en unos 
gestos de caridad por parte del Gobierno. Ellos pensaban que las guerrillas liberales 
no representaban una amenaza y que cualquier precio para pagar por su desmovili-
zación sería excesivo. 
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La injerencia de los Estados Unidos en el ya gestado conflicto colombiano des-
empeñó un papel fundamental; lejos de contribuir con la erradicación de la in-
surgencia crearon fenómenos dinámicos que, por su continuidad y sincronía, aus-
piciaron la movilización subversiva. La Guerra Fría fue el escenario para llevar 
a cabo programas de entrenamiento militar, proyectos de cooperación militar y 
grandes préstamos económicos traducidos en la construcción de organismos de 
inteligencia anticomunista. 
Colombia representaba la punta de lanza del 
Gobierno norteamericano para Sudamérica. 
Sus apuestas se concentraron en exigir la 
erradicación de focos comunistas; sin embargo, 
las guerrillas liberales crecían y se fortalecían 
al compás de las escisiones del socialismo 
mundial, en francachela y comilona con el 
comunismo internacional. 
Esa injerencia norteamericana es también advertida, con el mismo carácter con-
trainsurgente, (…) desde antes de la segunda guerra mundial, pero sobre todo a 
partir del Plan LAZO11 en los años sesenta (…) en los cuales se reseñan también 
los convenios y programas de asistencia, formación y entrenamiento militar en 
11. Para una exposición más amplia sobre las implicaciones de la represión estatal y la lógica del estado de sitio, es 
pertinente la información contenida en el Libro negro de la represión. Frente Nacional 1958-1974, publicación 
del Comité de Solidaridad con los Presos Políticos, Bogotá, s. f.
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los Estados Unidos, como la significación de la doctrina de seguridad orientada 
a crear como enemigo interno a todos quienes tienen una posición contraria al 
orden vigente, presente en los numerosos manuales de contrainsurgencia, mu-
chos de ellos secretos o de “reserva”, que especialmente plantean la necesidad de 
emplear fuerzas de seguridad privada, conocidas como paramilitares. (Moncayo, 
2015, p. 29)
La adopción de nuevos procedimientos para tratar las zonas rurales afectadas por la 
violencia buscó atraer el campesinado que fungía como las bases de las guerrillas li-
berales. El logro en la desmovilización de guerrilleros liberales principalmente en la 
región de los Llanos hizo evidente la reacomodación de la guerrillas liberales y comu-
nistas en los departamentos de Tolima y Caldas principalmente. A pesar de los bene-
ficios de amnistía ofrecidos desde el Gobierno prosiguieron su lucha revolucionaria 
acuarteladas en los enclaves montañosos de Marquetalia, Riochiquito, Pato y Guaya-
bero (Valencia, 2003). 
El plan de rehabilitación tuvo acogida en las regiones más perturbadas por la vio-
lencia; no obstante, la pacificación a destiempo cobraba su deuda. Las causas pro-
fundas que dieron base y aliento a la subversión daban paso a la primera genera-
ción de guerrillas de corte comunista, marxista y leninista bajo el control territorial 
y se autodenominaron repúblicas independientes. La “república independiente” de 
Marquetalia había sido conformada por excombatientes de la violencia que habían 
rechazado el ofrecimiento de amnistía y optaron por mantener los odios enconados 
junto con las armas.
En mayo de 1964 el Ejército colombiano atacó Marquetalia, un reducto 
de campesinos comunistas armados, acantonados en el departamento 
del Tolima. El líder era el veterano guerrillero Pedro Antonio Marín, alias 
Manuel Marulanda (también conocido como Tirofijo) quien había com-
batido al lado de los liberales durante la cruel guerra anterior llamada la 
Violencia. (Ferry, 2012, p. 30)
Después del ataque, Marulanda y el líder comunista Jacobo Arenas fundaron las 
FARC. El grupo insurgente estaba inspirado en las ideas del liberalismo. El Gobierno 
no entendió la magnitud del fenómeno y, por ende, no aplicó una paz construida 
desde las raíces mismas de la violencia. Las voces que clamaban por la solución 
de fondo que solo el Estado podía proveer se perdieron en la subestimación del 
problema, lo que facilitó la expansión de nuevos grupos guerrilleros como fueron 
el ELN y el EPL. 
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Es necesario señalar también que el anclaje simbólico en que se logra instituir la 
construcción del enemigo lentamente configuró un imaginario de violencia que difí-
cilmente cualquier intento de paz hubiera resuelto. Para su tiempo, la impregnación 
ideológica alimentada por la Iglesia católica en un país altamente religioso concluía 
con gran éxito hacia el exterminio del campesinado liberal; además la propuesta 
de pacificación por la vía represiva estatal castraba todo destino de desarme y en 
los límites de la estrechez empujaba al sacrificio por la causa colectiva. En las raí-
ces del conflicto en Colombia se tejen aspectos culturales, simbólicos, imaginarios, 
identitarios y la construcción de una representación de la violencia en la memoria 
colectiva del pueblo colombiano. 
En general, los gobiernos que hicieron parte del Frente Nacional hasta el gobierno 
de Julio César Turbay Ayala12 (1978-1982) mantuvieron un esquema represivo y el no 
reconocimiento de la existencia de un conflicto social armado. El conflicto colom-
biano sitúa una dimensión social cuyo factor desencadenante ha sido la ocupación 
de territorio, es decir, en el ayer como en el hoy el acceso a la tierra confronta a la 
minoría (terratenientes-latifundios) con la gran mayoría (campesinos e indígenas, 
particularmente) en torno al uso de esta. La tan anhelada reforma agraria en Co-
lombia ha sido mediatizada a través de leyes, programas y proyectos que al final 
se resumen en paliativos agrarios. Esta resistencia a estructurar la reforma agraria 
enmarcada en una política de Estado ha devenido en una razón muy significativa 
de lucha guerrillera, estrategias de colonización y apropiación indebida de baldíos 
en forma recurrente. 
En cuanto al régimen agrario puede observarse cómo, más allá de la 
confrontación sectaria que efectivamente generó buena parte de los 
homicidios, destierros, destrucciones de patrimonios y empobreci-
miento de la población, crímenes ocurridos entre fines de los años 
1940 y 1960, hay dos procesos que toman fuerza en el marco del 
conflicto: de una parte, el afianzamiento y recomposición de la gran 
propiedad como base de la producción agroexportadora. De otra, la 
persecución y el desmantelamiento permanente de las organizaciones 
agrarias limitando su desarrollo social, técnico y económico que impi-
den el fortalecimiento de sus capacidades como ciudadanos y como 
productores. (Fajardo, 2015, p. 392)
12. Lo sobresaliente del gobierno de Turbay Ayala en el marco de los acuerdos de paz fue la expedición de la Ley 37 
de 1981, cuya finalidad promovía un proceso de amnistía condicionada.
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Fuente: elaboración propia
La Violencia  
(1947-1957)
Periodo
Primer gobierno 
del Frente Nacional: 
Alberto Lleras 
Camargo  
(1958-1962) 
Periodo
Gobierno de Julio 
César Turbay Ayala  
(1978-1982) 
Periodo
La Violencia (1947-1 El gobierno del general Gustavo Rojas 
Pinilla ofrece amnistía a los guerrilleros liberales del llano. 957)
Acuerdos de paz
Se crea la Comisión Nacional de Investigación de Causas de la 
Violencia. Se adelanta el programa de rehabilitación.
Acuerdos de paz
Negociación en torno a la solución de la toma a la Embajada de la 
República Dominicana.
Acuerdos de paz
Negociaciones
Amnistía e indulto a delitos políticos mediante el Decreto 1823
Negociaciones
Desmovilizaciones de guerrilleros liberales de las regiones de 
Cundinamarca y Antioquia bajo la condición de reincorporación y 
sometimiento a la Constitución.
Negociaciones
Amnistía condicional bajo la Ley 37 de 1981.
Coyuntura política y social
Violencia bipartidista y apoyo al gobierno de Rojas Pinilla.
Coyuntura política y social
Apoyo político de los liberales y militares. Inicio del movimiento 
guerrillero comunista.
Coyuntura política y social
Constitución de 10 organizaciones guerrilleras. Aparición del 
paramilitarismo y narcotráfico.
Cuadro 1. Resumen acuerdos de paz
Análisis de la decisión individual en procesos de desmovilización con sujetos 
excombatientes de grupos al margen de la ley en Colombia
74
Ahora bien, las guerrillas de primera generación nacen en medio de la violencia, la 
rebelión contra el bipartidismo y la resistencia armada por parte de las autodefensas 
campesinas liberales, quienes a cambio de entregar sus palos y machetes empuñaron 
sus escopetas y sueños de ira y revolución. En ese sentido encontramos las FARC-EP 
en 1964, el ELN en el mismo año y el EPL. “El Ejército Popular de Liberación, EPL, nació 
públicamente a las armas y a la guerra en 1967 en una región del departamento de 
Córdoba” (Sánchez, 1999). 
Las guerrillas de segunda generación se caracterizaron por sumar el reconocimiento 
y apoyo de las minorías y buscar procesos de participación política y democráticos 
en clara articulación con los movimientos sociales propios de la década de los 70. En 
ese orden de ideas, la segunda generación de guerrillas recibe el apoyo de algunos 
movimientos sociales como el movimiento de estudiantes, el movimiento de traba-
jadores, el movimiento indígena y, por supuesto, el movimiento campesino. Surgie-
ron el Movimiento Armado Quintín Lame, (MAQL), el Movimiento 19 de Abril (M-19), 
el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), los Comandos Ernesto Rojas, 
la Corriente de Renovación Socialista, las Milicias Populares de Medellín y el Frente 
Francisco Garnica.
El tránsito de algunos combatientes de las guerrillas liberales a las organizaciones gue-
rrilleras comunistas revela elementos ideológicos junto con los defensivos de un grupo 
de hombres y mujeres provenientes de las comunidades campesinas perseguidas por 
la violencia oficial. Las FARC coinciden en tiempo y espacio con la influencia del PCC, 
también coinciden con el rezago de la violencia bipartidista dos décadas atrás y, final-
mente, coinciden en la unión de guerrilleros liberales y comunistas para la confronta-
ción armada en contra de la dictadura conservadora.
El Partido Liberal instrumentalizó para sus fines políticos la resistencia 
armada que era afín a los principios de esta colectividad y aprovechó su 
ascendencia sobre la misma para profundizar sus divergencias, como lo 
han puesto de presente diferentes autores y protagonistas del conflicto, 
que, entre las guerrillas liberales y comunistas a pesar de existir claras 
diferencias, abonaron el terreno para que las prédicas del Partido Libe-
ral tomaran cuerpo. (Beltrán, 2015, p. 108)
En relación con el ELN, este grupo armado hace su aparición en el municipio de Si-
macota, Santander. Esta guerrilla se enmarca en la coyuntura del Movimiento Re-
volucionario Liberal (MRL), fundado y conducido por el líder político Alfonso López 
Michelsen, quien sería presidente de Colombia (1974-1978). El movimiento político 
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representaba no solo la oposición al Frente Nacional sino que también recogía las 
banderas ideológicas del gaitanismo, inspiradas en lo que fue la Unión Nacional 
de Izquierda Revolucionaria13 (UNIR), fundada por Jorge Eliécer Gaitán en 1933. 
Para su momento el MRL resonaba en las universidades y arrastraba popularidad, 
toda vez que bajo el lema “Salud, Educación, Techo y Tierra” sumaba gran simpa-
tía en general. 
13. La UNIR fue un movimiento populista, socialista y nacionalista que enfocaba como necesario el dirigismo es-
tatal. Fue importante para gestionar la reforma agraria en determinados lugares de Colombia, logrando que el 
Gobierno expropiara enormes haciendas para distribuirlas entre los campesinos. En la práctica, el gaitanismo 
representó el ala radical del liberalismo. 
En 1967, previo a las elecciones por la 
gobernación del departamento del Cesar y 
luego de un acuerdo entre López Michelsen 
y el oficialismo del Partido Liberal, el 
movimiento es disuelto; sin embargo, 
su propuesta filosófica inspiró las bases 
populares que a la postre darían inicio al 
movimiento guerrillero ELN. 
Esta guerrilla fue fundada por los hermanos Fabio, Manuel y Antonio Vásquez y se ha 
caracterizado por contar entre sus filas sacerdotes combatientes como Camilo Torres 
y Manuel Pérez; este último asumió la comandancia a partir de 1983 hasta el día de su 
muerte en 1998. Su orientación desde la teología de la liberación ha determinado el 
accionar político-militar del ELN.
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El MRL tuvo eco especialmente en la Universidad Nacional de Bogotá, 
Santander y Antioquia. Traicionados por su líder carismático quien re-
greso al oficialismo, se dispersaron y de este foco revolucionario salió 
el Ejército de Liberación Nacional (ELN) el cual rápidamente adoptó la 
línea castrista. Sus líderes fundadores fueron a Cuba en 1962 para re-
cibir instrucciones y regresar a Colombia a traer la revolución. (Orduz y 
Rodríguez, p. 20) 
El EPL nace como el brazo armado del PCC dentro de la concepción marxista, leni-
nista-maoísta; esta guerrilla se enmarca en el debate ideológico en que se encontra-
ban para ese entonces la conducción del Movimiento Revolucionario Nacional en la 
división del Movimiento Comunista Internacional y en el ejemplo que generó la Re-
volución cubana. Posterior al décimo Congreso del PCC, en julio de 1965, aprobaron 
llevar a cabo una revolución democrática de cara al socialismo e iniciar la lucha ar-
mada revolucionaria en su expresión de guerra popular. El 28 de abril de 1967 nació 
el EPL en la región selvática del Alto Sinú, Alto San Jorge y Bajo Cauca del noroeste 
colombiano (Villamizar, 1997).
Si analizamos las condiciones en las  
cuales nace la primera generación 
guerrillera, encontramos en su naturaleza 
un régimen político que, manteniendo 
las formalidades democráticas, ejerció 
terrorismo amparado en el poder especial 
que confería el estado de sitio, basado en el 
combate por las vías militares  
y extrajudiciales. 
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Encontramos también la creación de un “supuesto enemigo interno” en el que ca-
bía toda forma de resistencia ciudadana y que buscaba infundir miedo en la po-
blación para aceptar una estructura social injusta y excluyente y encontramos una 
estrecha conexión entre las élites políticas, económicas, eclesiásticas de espaldas 
a un país que por la opción armada proyectó el sinsabor atragantado por años de 
inconformismo y desilusión. 
El M-19 hace parte de las guerrillas que hemos definido como segunda generación. 
La historia del Movimiento 19 de Abril se remonta a la década de los 70 cuando por 
medio del fraude electoral Misael Pastrana Borrero gana la contienda por la pre-
sidencia al candidato Gustavo Rojas Pinilla. (Villamizar, p. 51). El grupo subversivo 
promovía participación democrática y el fin al bipartidismo tradicional; por consi-
guiente, este acontecimiento se registra como el motivo principal de su lucha ar-
mada. Además, el surgimiento del M-19 se enmarca en un “despertar” civil en las 
grandes ciudades; de allí que gran parte de sus combatientes eran o pertenecían al 
movimiento de estudiantes universitarios. En un primer momento la intención era 
el apoyo a las guerrillas existentes, lo que cambió a finales de 1973 con el paso a 
movimiento guerrillero (M-19).
Entre las guerrillas de segunda generación, el M-19 se caracterizó no solo por el 
impacto de sus acciones militares a nivel nacional e internacional, sino también 
por sus procesos políticos que, analizados en perspectiva, forjan el inicio de la 
política pública hacia la desmovilización. Entre las acciones públicas inician con 
el robo de la espada de Simón Bolívar, que definía su posición nacionalista y sus 
raíces bolivarianas. En 1976 secuestraron y ejecutaron a José Raquel Mercado 
líder sindical acusado por traición a la clase obrera. En los primeros meses de 
1980 se tomaron la Embajada de la República Dominicana exigiendo la libertad 
de sus simpatizantes, quienes habían sido detenidos por las Fuerzas Armadas en 
obediencia al Estatuto de Seguridad promulgado por el presidente Julio César 
Turbay Ayala. 
Sin lugar a duda el acto con mayor repercusión política-militar fue la toma al Palacio 
de Justicia. En noviembre de 1985 un comando de guerrilleros del M-19 toman el 
Palacio de Justicia ubicado en el centro de la capital colombiana y a una cuadra de 
la casa presidencial. El saldo fue 98 muertos entre magistrados, empleados, gue-
rrilleros y militares. El efecto expansivo obligo al país a reconocer la dimensión del 
conflicto armado, obligó también a reflexionar sobre “un vacío de poder” en medio 
de la proliferación del narcotráfico y paramilitarismo y, finalmente, dirigió a pensar 
en la necesidad de dar salida al conflicto por la vía política. 
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El último acto de guerra por parte de esta agrupación fue el secuestro del dirigente 
conservador Álvaro Gómez Hurtado, quien bajo la negociación de una apertura demo-
crática fue liberado. Luego de un largo proceso con altibajos el M-19 firma un acuer-
do de paz cuya transformación ofensiva pasa a ser la creación en un partido político 
conocido como Alianza Democrática M-19. En el marco del proceso electoral para el 
periodo presidencial 1990-1994 el recién creado partido político delega a su máximo 
comandante, Carlos Pizarro, como candidato para la contienda electoral; en el ejerci-
cio del proselitismo político Pizarro es asesinado en la ciudad de Bogotá tres meses 
después de la firma del acuerdo de paz.
El aporte del M-19 al mundo político y a la cultura de la izquierda fue 
fundamental. Rompiendo desde el principio con todos los esque-
mas tradicionales trató siempre de parecerse al ciudadano común y 
corriente, respetando sus anhelos y sus creencias. Contrariando las 
prácticas de una izquierda que se debatía entre distintos “ismos”, el 
M-19 renovó y trascendió los pequeños pasillos por donde transitaban 
una gran cantidad de siglas que identificaban la marginalidad de quie-
nes proponían un sistema alterno al que imperaba en nuestro país. 
Rápidamente se apropió de un pensamiento renovador, más flexible y 
abierto que permitió acceder a sectores de la población a ser partíci-
pes del cambio. (Villamizar, p. 55) 
El Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) apareció públicamente en 1984. El 
origen se enmarca en la iniciativa de construir el Partido Obrero Marxista Leninista por 
disidentes del PCC con el propósito de incluir la tendencia proletariada. La tendencia 
impulsó la creación del Comité por la Unidad, CPU, y dio un paso hacia adelante al con-
formar el (PRT). “El surgimiento y desarrollo del PRT estuvo marcado por la búsqueda de 
diferentes formas de lucha que combinaran la acción política y militar” (Villamizar, p. 61).
El Movimiento Armado Quintín Lame (MAQL) surgió como un grupo guerrillero que re-
presentaba los intereses de las comunidades y de los cabildos indígenas agrupados en 
el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC). La violencia ejercida en contra de las 
comunidades indígenas a cargo de grupos paramilitares y en la operación de coloniza-
ción por las FARC impulsó el levantamiento armado. El MAQL nace con el apoyo militar 
del M-19, EPL y ELN y concentró sus actividades a lo largo y ancho del departamento 
del Cauca. “El Quintín Lame logró estructurarse como una fuerza guerrillera y contri-
buyó a formar la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar en septiembre de 1987. Al 
vincularse a la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar asumió el carácter de guerrilla 
móvil” (Villamizar, p. 73). 
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Los Comandos Ernesto Rojas (CER) aparecen como un grupo guerrillero derivado del 
EPL que desarrollaban operaciones especiales en las zonas urbanas. Las operaciones 
especiales consistían en organizar cursos de formación para reclutas con especialidad 
en explosivos, sanidad, monitoreo, y comunicaciones; así mismo dictaron cursos políti-
cos y de mandos con presencia de miembros de las FARC y del ELN. (Villamizar, p. 76). El 
grupo sirvió de apoyo a las actividades militares que adelantó el EPL entre 1988 y 1989. 
El grupo guerrillero Corriente de Renovación Socialista (CRS) es producto de miem-
bros disidentes del ELN y en particular de la línea oficial de la Unión Camilista14 del 
Ejército de Liberación Nacional UCELN. A través de un comunicado público se infor-
ma sobre su existencia en septiembre de 1990. La CRS se constituye en un proyecto 
político autónomo que buscó siempre sus propios espacios y su propio perfil como 
organización revolucionaria. 
14. Hace referencia al sacerdote y guerrillero Camilo Torres. 
Las Milicias Populares (MP) tienen su origen en el 
desarrollo de la estrategia urbana hacia el control 
y expansión territorial, a cargo de los ya existentes 
grupos guerrilleros, en especial las FARC, el 
M-19, el EPL y el ELN. Las primeras expresiones 
de grupos MP se presentan en 1984 con la 
instalación de campamentos urbanos de paz y 
democracia, cuyas áreas se concentraron en los 
lugares más populares de Bogotá, Medellín, Cali, 
Bucaramanga, Manizales y Barranquilla. 
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La instalación de estos espacios en esos lugares encontró rápidamente eco en sus 
habitantes ya que son lugares a los cuales llegaban personas en condición de despla-
zamiento forzado, quienes sumados a los pobres históricos entraban en competencia 
por los programas asistenciales. A manera de ejemplo, las Milicias Populares de Mede-
llín (MPM) fueron integradas por habitantes de las comunas marginales de la ciudad; 
la propuesta subversiva encontró gran nicho entre sus pobladores, quienes en forma 
simultánea a la organización política fueron organizando a la comunidad en funciones 
de seguridad y defensa. 
En otras organizaciones guerrilleras, particularmente en el ELN y en 
las FARC, había prendido la idea de organizar milicias como una forma 
de realizar el trabajo político en las ciudades y de afianzar sus redes de 
apoyo logístico; así sucedió con exmiembros del ELN y de otros grupos 
guerrilleros que a finales de 1988 se encontraban en el barrio popular 1 
de Medellín donde organizaron un primer grupo de milicias. Uno de los 
primeros grupos de milicias del país, expresión del ELN nació a media-
dos de 1985 en Barrancabermeja, Santander. En 1989 el ELN destinó a 
varios de sus cuadros para ir a Medellín a aprender de la experiencia de 
las Milicias Populares del Pueblo y para el Pueblo dirigidas por Carlos 
Herman “Pablo García”. (Villamizar, p. 89)
Finalmente encontramos la organización guerrillera Frente Francisco Garnica (FFG) 
cuya constitución contó con el apoyo del PCC y del EPL. El primer destacamento inició 
sus actividades en los departamentos de Córdoba y Sucre en paralelo al EPL. 
“En los 24 años de vida del EPL el Frente Francisco 
Garnica fue uno de los más importantes por 
encontrarse localizado en el noroeste del país, 
zona escogida desde un principio para desarrollar 
la guerra popular” (Villamizar, p. 92).
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Cuadro 2. Resumen movimiento insurgente en Colombia
NOMBRE ORGANIZACIÓN
FARC-EP
NOMBRE ORGANIZACIÓN
ELN
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Partido Comunista Colombiano.
Marxismo-leninismo. 
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Periodo Frente Nacional. 
Represión oficial a campesinos liberales. 
Guerrillas liberales y comunistas organizadas. 
Guerra Fría. 
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1964
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Partido Comunista Colombiano.
Marxismo-leninismo. 
Teología de la liberación. 
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Periodo Frente Nacional. 
Represión oficial por vía militar.
Revolución en Cuba. 
Guerra Fría.
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1964
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Cuadro 2. Resumen movimiento insurgente en Colombia
NOMBRE ORGANIZACIÓN
EPL
NOMBRE ORGANIZACIÓN
Frente 
Francisco 
Garnica
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Partido Comunista Colombiano.
Marxismo-leninismo-maoísmo.
Movimiento Comunista Internacional.
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Periodo Frente Nacional. 
Represión oficial por vía militar.
Revolución Comunista China.
Guerra Fría.
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1967
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Partido Comunista Colombiano.
Marxismo-leninismo-maoísmo.
Movimiento Comunista Internacional.
Apoyo político y militar EPL.
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Periodo Frente Nacional.
Represión oficial por vía militar.
Revolución Comunista China.
Guerra Fría.
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1967
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Cuadro 2. Resumen movimiento insurgente en Colombia
NOMBRE ORGANIZACIÓN
M-19 de 
Abril
NOMBRE ORGANIZACIÓN
PRT
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Movimiento Acción Nacional 
Popular (ANAPO).
Movimiento Nacionalista.
Socialismo. 
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Periodo Frente Nacional.
Fraude electoral elecciones  
presidenciales (1970-1974).
Movimientos sociales (campesinos,  
obreros, estudiantes).
Surgimiento de agrupaciones  
de corte socialista.
Guerra Fría. 
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1973
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Partido Comunista Colombiano.
Marxismo-leninismo.
Movimiento sindical en Colombia.
Tendencia ideológica proletaria.
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Movimiento Obrero Internacional.
Guerra Fría.
Aparición del paramilitarismo.
Narcotráfico.
Estado de conmoción interior.
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1984
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Cuadro 2. Resumen movimiento insurgente en Colombia
NOMBRE ORGANIZACIÓN
Movimiento 
Armado 
Quintín Lame
NOMBRE ORGANIZACIÓN
Milicias 
Populares 
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Movimiento Indígena del Cauca.
Consejo Regional Indígena del Cauca.
Movilización antilatifundios.
Democratización de la tierra. 
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Guerra Fría.
Aparición del paramilitarismo.
Narcotráfico. 
Estado de conmoción interior.
Movimiento Indígena Colombiano.
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1984
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Apoyo político y militar por las 
guerrillas M-19, FARC, ELN y EPL.
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Guerra Fría.
Aparición del paramilitarismo.
Narcotráfico. 
Estado de conmoción interior.
Creación Campamentos Paz y Democracia.
Desplazamiento interno forzado por causa 
del conflicto armado a las  
ciudades principales.
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1984
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Cuadro 2. Resumen movimiento insurgente en Colombia
NOMBRE ORGANIZACIÓN
Comandos 
Ernesto 
Rojas
NOMBRE ORGANIZACIÓN
Corriente de 
Renovación 
Socialista 
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Partido Comunista Colombiano. 
Apoyo EPL.
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Guerra Fría.
Expansión del paramilitarismo.
Narcotráfico.
Estado de conmoción interior. 
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1987
REFERENTES IDEOLÓGICOS
Partido Comunista Colombiano.
Teología de la liberación.
Ideología camilista.
Disidentes del ELN
COYUNTURA SOCIAL Y POLÍTICA
Fin de la Guerra Fría.
Guerra al narcotráfico.
Despliegue proyecto paramilitar.
Estado de conmoción interior.
Movimiento campesino (Asociación Nacional 
de Usuarios Campesinos).
AÑO DE APARICIÓN PÚBLICA
1990
Fuente: elaboración propia
Análisis de la decisión individual en procesos de desmovilización con sujetos 
excombatientes de grupos al margen de la ley en Colombia
86
O4
INICIO DE LA 
POLÍTICA PÚBLICA DE 
DESMOVILIZACIÓN:
GOBIERNOS BETANCOURT 
Y BARCO. ENTRE EL 
NARCOTRÁFICO Y 
PARAMILITARISMO
El gobierno de Belisario  
Betancourt (1982-1986) ha sido 
identificado como el inicio de los 
procesos de negociación política con 
los grupos guerrilleros. 
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A diferencia de los gobiernos antecesores (Turbay, Lleras y Rojas), la propuesta de 
paz de Betancourt se enmarcó en la búsqueda de una salida negociada al conflicto 
armado; así se encaminó en una política de amnistía dirigida a promover la deja-
ción de las armas por parte de los grupos guerrilleros. Dadas las condiciones so-
ciales y políticas del movimiento insurgente y sumado a la memoria de un periodo 
de violencia que se negaba a ser olvidado, la apuesta de Betancourt reconocía la 
existencia de las causas objetivas (pobreza, exclusión) y subjetivas (efectos psico-
sociales) que habían nutrido en esas últimas décadas la inconformidad social y el 
conflicto armado. En palabras de Rampf y Chavarro (2015) dejar las armas e ingresar 
a la política legal no era una decisión fácil, era transformarse de grupos insurgentes 
en actores políticos legales. 
Esta política se estructuró en tres componentes: amnistía amplia para los delitos po-
líticos (rebelión, sedición y asonada), la expedición de la Ley 35/1982 dirigida al resta-
blecimiento y preservación de la paz y la promoción de la idea hacia la apertura demo-
crática. La novedad de la política marcó la diferencia de lo que había sido la guerra en 
contra de los movimientos armados y de represión legal y extralegal contra la protesta 
social y la oposición política. El esquema de diálogo iba en contravía a la doctrina del 
gobierno norteamericano, que veía los movimientos armados en América Latina como 
el resultado de la “acción del imperio del mal”, denominación que usaba para referirse 
a los países socialistas. (Ramírez, 2003).
A nivel interno, la toma de la Embajada de República Dominicana (que obligó a otorgar 
un estatuto político a los guerrilleros del M-19 que participaron), la creciente movili-
zación social hacia el diálogo con los grupos subversivos, la conformación de las gue-
rrillas de segunda generación que entraban a sumarse con las primeras y la amenaza 
potencial que suponía el ingreso en el conflicto armado de los grupos paramilitares 
en apoyo con los narcotraficantes. En el ámbito internacional, el sustraer el país a la 
polarización política impuesta desde Washington impulsó el acercamiento con Cuba y 
Nicaragua e inscribió a Colombia en los países No Alineados.
La política de paz de Betancourt generó bastante ruido en los sectores tradicionales 
del poder y en las Fuerzas Militares en particular. La Ley 35/1982 repercutió en una 
reforma constitucional que posibilitó la elección popular de alcaldes y la descentra-
lización del régimen municipal, la creación del Programa Nacional de Rehabilitación 
(PNR) y la creación de la Comisión de Paz. En términos humanitarios se presentó la 
iniciativa de aprobación de los Protocolos I y II adicionales a los Convenios de Gine-
bra, que no fueron aprobados por considerarse que significaba un reconocimiento de 
beligerancia a la insurgencia.
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El espíritu de pacificación que promovía el Gobierno encontró buenos aliados y gran-
des enemigos. La Comisión de Paz fue bien recibida por actores que antaño velaron 
por la consolidación del movimiento insurgente; el PCC expresaba su apoyo para al-
canzar la paz y preservar vigentes los derechos humanos (Villarraga, 1998). Entre los 
grandes enemigos se contaban sectores del liberalismo y conservatismo y los milita-
res. El ministro de defensa, general Fernando Landazábal, señalaba que la política de 
paz se había convertido en el “nuevo modelo estratégico” para garantizar el ascenso 
de la subversión. Siendo ministro anunció que las Fuerzas Militares no lo aceptarían 
(Ramírez2003 , p 281).
A la inconformidad de los mandos militares se unieron los gremios empresariales, gran-
des terratenientes, partidos políticos, el Congreso y sectores sociales burocráticos. 
Progresivamente el apoyo que recibió al inicio de su administración se fue dilatando y 
el presidente en medio del abandono y la drástica oposición firmaba con las FARC un 
acuerdo de paz conocido como el acuerdo de La Uribe y un cese al fuego con el M-19.
El acuerdo de La Uribe es el resultado del esfuerzo quijotesco por parte del ejecutivo 
y un anhelo de paz frustrada por las FARC. El 28 de marzo de 1984 las FARC ordenan el 
cese al fuego. El presidente correspondió dando en la misma fecha la orden del cese 
a los operativos militares en contra de esta agrupación. Un año después y fruto de los 
diálogos, las FARC anuncian al país la creación del partido político Unión Patriótica (UP) 
como la vía política para resolver el conflicto y de paso posibilitar escenarios de partici-
pación democrática. La UP fue recibida por los sectores y movimientos sociales popula-
res con gran esperanza y como el principal resultado del acuerdo de La Uribe. Así, la UP 
como movimiento amplio integrado por militantes comunistas, estudiantes, obreros 
y campesinos inicia su actividad pública y con sorpresa logra poner 8 congresistas, 13 
diputados, 70 concejales y 11 alcaldes en las elecciones para el periodo 1986-1990). 
Sin embargo, temprano empezó el exterminio físico de la UP y por tanto el fracaso de la 
iniciativa de paz que entrañaba la tregua pactada con las FARC. Sumado a los mencio-
nados cargos públicos, dos candidatos presidenciales, Jaime Pardo Leal (1987) y Ber-
nardo Jaramillo Ossa (1990) más 3500 simpatizantes serían sistemáticamente asesina-
dos a cargo de grupos paramilitares y fuerzas oficiales en el transcurso de cuatro años. 
Es importante mencionar que previo al acuerdo de La Uribe ya se apreciaban los primeros 
brotes del paramilitarismo por medio del movimiento “Muerte a secuestradores” (MAS). En un 
comunicado ampliamente difundido en noviembre de 1982 se da cuenta de la fundación del 
MAS, cuya empresa funcionaría con el apoyo económico de narcotraficantes del Valle, en for-
ma de organización privada y con el salvoconducto de las fuerzas militares (Villarraga, 1998).
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Los narcotraficantes Gonzalo Rodríguez Gacha y posterior Pablo Escobar Gaviria ini-
cian una guerra particular en contra de las organizaciones guerrilleras bajo la bandera 
de defenderse del secuestro y combatir a las guerrillas de izquierda. Esta guerra par-
ticular se hizo extensiva a terratenientes, militares y agentes de inteligencia, quienes 
vieron con buenos ojos este modelo contrainsurgente y volvieron a soplar las ceni-
zas ideológicas que inspiraron tres décadas antes a los viejos grupos de autodefensas 
campesinas conservadoras: pájaros y chulavitas. 
La pérdida del monopolio estatal de la 
fuerza trajo consigo que ahora otros actores 
eran los protagonistas de la guerra: grupos 
de autodefensas, guerrillas, grupos de 
narcotraficantes y paramilitares entrarían a ser 
parte del conflicto armado (Fojón, 2006).
El fin del gobierno de Betancourt y su iniciativa de paz queda congelada con la toma 
del Palacio de Justicia por parte de la guerrilla M-19, la bienvenida al proyecto parami-
litar en Colombia en cabeza de los hermanos Castaño (con apoyo de la Fuerza Pública, 
narcotraficantes y la correspondencia histórica de una conducta de extrema derecha), 
el mantenimiento del Estatuto de Seguridad y sus bárbaras secuelas y una sin salida 
que a la postre premiaba la lógica de la guerra por encima de una solución negocia-
da al conflicto cuya consecuencia más inmediata era el genocidio del partido político 
Unión Patriótica. “En medio de la impunidad proliferó el paramilitarismo, con apoyo 
oficial asociado de manera estructural al narcotráfico, en clara alianza con sectores 
terratenientes, ganaderos y políticos tradicionales” (Villarraga, 2006).
El gobierno de Virgilio Barco (1986-1990) enmarcaba su política de paz dentro de una 
filosofía nacional que consideraba el logro de la paz como el compromiso del Estado 
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en conjunto con la sociedad. A partir de esta comprensión crea la Consejería para la 
Reconciliación, Normalización y Rehabilitación. La normalización creaba las condicio-
nes para “normalizar” la vida civil. La rehabilitación hacía mención de los campesinos 
y regiones afectados por la violencia. 
La apuesta política de Barco abarcó dos fases. La primera centralizó su atención en 
la recuperación de la legitimidad del Gobierno por medio de la solución de conflictos 
económicos y sociales. La segunda avanzó en la apertura en busca de procesos de 
negociación con los grupos guerrilleros. Además, impulsó la reforma política mediante 
el apoyo a la “Séptima papeleta”, con la cual se aprobaba la Asamblea Nacional Cons-
tituyente que entrañaba una reforma constitucional.
En paralelo con la “Iniciativa para la paz” que inauguraba una política gubernamen-
tal con el objetivo de la desmovilización de los grupos guerrilleros se conformaba la 
Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB) por las ocho organizaciones guerri-
lleras vigentes y con ánimo de establecer procesos de diálogo; sin embargo, entra-
ban a ser parte del panorama nacional los hermanos Vicente, Carlos y Fidel Castaño, 
promotores de grupos paramilitares que anunciaban la degradación de la guerra, 
sumándose el accionar terrorista a cargo de los narcotraficantes autodenominados 
“los extraditables15”. 
 A pesar de la escalada de violencia que cobraba el asesinato de tres candidatos para 
las elecciones presidenciales (1990-1994), Luis Carlos Galán Sarmiento por el Partido 
Liberal (1989), Carlos Pizarro por el partido Alianza Democrática M-19 (1990) y Bernar-
do Jaramillo Ossa por la UP (1990), y también a partir del desenlace del secuestro de 
Álvaro Gómez que el M-19 realizó en julio de 1988, esta misma agrupación guerrillera 
inicia un proceso de negociación que culminaría en enero de 1990 con la desmoviliza-
ción del grupo guerrillero. 
Por sus contenidos y objetivos específicos, el M-19 inauguró una nueva 
etapa en la historia de las negociaciones que entre Gobierno y alzados 
en armas se han dado en nuestro país. Sin lugar a duda, el modelo de 
negociación con este grupo tiene claras diferencias con procesos ante-
riores y con los que seguirán posteriormente a su desarme y desmovili-
zación. (Villamizar, p. 133)
15. Los extraditables fue el grupo terrorista conformado por Pablo Escobar en contra de la no extradición a los 
Estados Unidos por el delito de narcotráfico. 
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El final del gobierno Barco presentó una dinámica política acelerada que convocaba 
al país a una Asamblea Nacional Constituyente cuyo tránsito abría la puerta a una re-
forma política. El paramilitarismo avanzó a gran escala en asociación con ganaderos 
y militares. Las masacres de indígenas, campesinos y familias lentamente configuró el 
éxodo de cuatro millones de personas en condición de desplazamiento forzado. La es-
trategia territorial de los grupos paramilitares supuso colonizar territorios y controlar 
todo el aparato administrativo, político y social.
En efecto, el proyecto reformista suponía 
resolver la crisis de institucionalidad y 
legitimidad que afrontaba Colombia. La 
incursión del narcotráfico en todos los 
roles sociales, la imposibilidad de derrotar 
militarmente a los grupos guerrilleros 
y el sinsabor y miedo que sembraba el 
terrorismo fueron las causas para resolver 
en un nuevo contrato social, quizás más 
amplio, las deudas políticas pasadas que 
reclamaban por un Estado de frente a un 
conflicto social-armado.
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O5
DESMOVILIZACIÓN DE 
LAS GUERRILLAS DE 
SEGUNDA GENERACIÓN: 
LA NUEVA CONSTITUCIÓN 
ABRE EL CAMINO
El gobierno de César Gaviria Trujillo 
(1990-1994) pasa a la historia por 
negociar y realizar acuerdos de paz con 
las guerrillas de segunda generación. 
La Asamblea Nacional Constituyente permitió la participación 
de representantes de grupos guerrilleros que en el esfuerzo por 
transformar la lucha armada en pactos de convivencia le aposta-
ron a entregar las armas a una nueva constituyente. Con excep-
ción de las FARC y el ELN, los grupos guerrilleros vigentes de los 
90 depusieron sus armas y acciones militares hacia el proceso de 
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paz. Las expectativas, inconformidades e incertidumbres lentamente se fueron despe-
jando en la medida que avanzaban los diálogos, alentados por estudiantes, voceros de 
partidos, movimientos políticos, organizaciones sociales, autoridades de distinto nivel 
y la eliminación del estado de sitio sustituyéndolo por el de conmoción interior. 
En efecto, la Asamblea Nacional Constituyente originó la promulgación de la Consti-
tución de 1991. La nueva Constitución se entendió como una institución fruto de un 
acuerdo mayoritario que señalaba “nuevas reglas de juego” (Goodin y Klingemann, 
2001). A este respecto, la modificación de las fechas en que debían celebrarse las elec-
ciones, la supresión de la pena de muerte, la novedad de enlistar los derechos hu-
manos y mecanismos para garantizarlos, el reconocimiento a la resistencia civil y la 
declaración de Colombia como un país multiculturalista serían parte de la agenda del 
nuevo pacto institucional en el marco del Estado de derecho.
Los cambios fueron evidentes. Se construyó una carta de derechos que, 
a partir del señalamiento expreso de los fundamentales, le abrió paso a 
los sociales, económicos y culturales. Y se aprobaron instrumentos para 
garantizar su reconocimiento y operación, como la acción Tutela y las 
acciones populares y de cumplimiento, que constituyeron un hito en la 
historia democrática de Colombia. Lo social fue considerado como esen-
cial y el reconocimiento de la equidad, lo mismo que las condiciones y 
determinaciones para el logro de la igualdad, transversalizaron cada una 
de las nuevas normas constitucionales. (Villarraga, 1998 Op.cit. p. 29)
Ahora bien, las condiciones políticas en las cuales se presenta la nueva Constitución ubican 
ciertos acontecimientos que determinan su progreso. La reforma política se enmarca en una 
coyuntura que obedecía a oportunidades políticas, alistamiento para una apertura econó-
mica, y, por supuesto, la respuesta a una grave crisis institucional. En el gobierno de Gaviria se 
crean las condiciones para el desarrollo de una economía a escala internacional; la propuesta 
económica se conoció como la política de Apertura Económica. Así se daba la bienvenida a 
corporaciones, multinacionales y emergentes formas de colonización agropecuaria.
Los acuerdos de paz fueron gestados bajo el telón de una nueva Constitución que ofre-
cía beneficios jurídicos, económicos, sociales, políticos y otorgaba amnistía a sus com-
batientes. Los acuerdos logrados se negociaron en forma independiente; cada grupo 
guerrillero suscribió pactos en forma particular, y con un indulto que representaba el 
ingreso nuevamente al orden constitucional. Bajo esa lógica, la dejación de las armas 
suponía el retorno a la legalidad, inspirado en un nuevo acuerdo institucional que en-
trañaba la superación de las causas por las cuales la lucha armada había tenido sentido. 
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A continuación, se exponen los acuerdos firmados entre el Estado colombiano y los 
grupos guerrilleros que se desmovilizaron en el proceso de la Asamblea Nacional 
Constituyente. El acuerdo con el M-19 ha sido incluido.
ACUERDO DE PAZ CON EL M-19
Bogotá, marzo 9 de 1990. Entre los aspectos políticos se encuentran: fortalecer la le-
gitimidad institucional, crear mecanismos de paz y ampliar espacios democráticos. 
Participación política. El Gobierno promoverá la incorporación de la guerrilla a la vida 
civil y su tránsito a la vida política para lo cual respaldará la conformación de una cir-
cunscripción especial de paz. Promover la incorporación guerrillera a la vida civil. Entre 
los aspectos económicos y sociales: activar el Fondo Nacional para la Paz en las zonas 
de influencia guerrillera en pro del beneficio comunitario. Seguridad alimentaria. Vi-
vienda. Salud. Políticas laborales y de ingresos como salarios. Entre los aspectos de 
derechos humanos: crear una comisión asesora para la reforma integral de la justicia 
del más alto nivel. Aspectos de la reinserción. El Consejo Nacional de Normalización 
coordinará el plan de desmovilización, la reinserción social y productiva, así como el 
plan de seguridad. (Villarraga, 2009)
ACUERDO DE PAZ CON EL PRT
Ovejas, Sucre, enero 25 de 1991. Entre los aspectos políticos se encuentran: participa-
ción en la Asamblea Nacional Constituyente. Legalización como partido político. Ce-
lebración cívica de la dejación de las armas. Creación de casas por la vida. Aspectos 
económicos y sociales. Establecer planes regionales de inversión en beneficio de las 
comunidades sobre la base de la participación y la concertación. Aspectos derechos 
humanos. Crear una oficina delegada de la Consejería Presidencial para los DD. HH. en 
la Costa Atlántica. Aspectos de la reinserción. El Gobierno garantizará los recursos y el 
PRT cumplirá programas y acciones. Subsidio de vida por 6 meses prorrogables. Gas-
tos de atención en salud. Alfabetización y educación formal acelerada. Capacitación. 
Proyectos productivos y de servicios con créditos de dos millones de pesos. Estudios 
postsecundarios, constitución de un fondo de becas y créditos de dos millones de 
pesos. Empleo estable gestionado por el Gobierno. Plan de seguridad.
ACUERDO DE PAZ CON EL EPL
Bogotá, febrero 15 de 1991. Entre los aspectos políticos. Participación en la Asamblea 
Nacional Constituyente. Legalizar su partido político. Apertura de casas de la demo-
cracia y comités operativos regionales. Auxilio por quince millones de pesos a la fun-
dación Progresar. Gira de dos miembros del EPL por Europa y América Latina. Aspectos 
económicos y sociales. Crear una comisión bilateral para definir los municipios y las 
prioridades presupuestales. Crear consejos municipales por la paz. Aspectos en dere-
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chos humanos. Crear una comisión hacia la superación de la violencia. Atender a las 
víctimas por actos de violencia política. Aplicar el Derecho Internacional Humanitario. 
Aspectos de la reinserción. La fundación Progresar canalizará esfuerzos y recursos de 
apoyo. Educación no formal. Participación ciudadana y comunicación popular. Auxi-
lio mensual de 150000 pesos por 6 meses prorrogables. Servicio de salud. Proyecto 
productivo con capacitación, asistencia técnica y créditos por dos millones de pesos. 
Fondo de créditos para estudios superiores. Ubicación laboral. Plan de seguridad.
ACUERDO DE PAZ CON EL MAQL
Caldono, Cauca, mayo 27 de 1991. Entre los aspectos políticos. Contar con voceros per-
manentes sin voto ante la Asamblea Nacional Constituyente. Establecer un auxilio eco-
nómico de dos millones y medio de pesos para los gastos de siete voceros promotores 
del proceso de paz. Siete millones de pesos para la fundación (Sol y Tierra) y finan-
ciación de sedes para esta fundación. Financiar el hospedaje y la alimentación de su 
vocero ante la Asamblea Nacional Constituyente y dos escoltas. Aspectos económicos y 
sociales. Realizar obras regionales de desarrollo por 600 millones de pesos para el be-
neficio de los municipios señalados de común acuerdo. El Consejo de Normalización 
del Cauca decidirá las obras y su monto por cada municipio. Aspectos en derechos hu-
manos. Permitir que dos excombatientes del MAQL formen parte de la Comisión para 
la Superación de la Violencia. Aspectos de la reinserción. Auxilio mensual de subsisten-
cia por 6 meses prorrogables por un monto de 12 millones de pesos. Salud. Educación 
no formal. Proyectos productivos con créditos por 2 millones de pesos que incluya 
capacitación técnica. Plan de seguridad.
ACUERDO DE PAZ CON EL CER
Bogotá, marzo 20 de 1992. Aspectos políticos. Participación política. Aspectos económi-
cos y sociales. Poner en marcha un plan de reinserción. Presencia de un representante 
ante la dirección del Programa para la Reinserción. Gestionar la salida al exterior de 
tres excombatientes y habilitar a otros el porte legal de armas.
ACUERDO DE PAZ CON LA CRS
Flor del Monte, Sucre, abril 9 de 1994. Aspectos políticos. Tener dos miembros en la Cá-
mara de Representantes durante el periodo 1994-1998. Impulsar proyectos de Ley sobre 
participación y concertación. Fortalecer las labores del Instituto para el desarrollo de 
la democracia. Activar el fondo para la participación ciudadana. Aspectos económicos y 
sociales. Fomentar el desarrollo regional en zonas de conflicto mediante programas de 
inversión social. Destinar recursos por 50 millones de pesos para el fondo de vivienda 
de la corporación Arco Iris. Crear un programa de dotación de tierras en el municipio de 
Ovejas, Sucre. Derechos humanos. Reinserción política y análisis de la situación de los 
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DD. HH. Aspectos reinserción. Apoyo de 170 mil pesos por un año. Servicio de salud. Pro-
grama educativo y apoyo psicosocial. Capacitación y asistencia técnica para proyectos 
productivos. Vivienda. Aplicación del programa de dotación de tierras para miembros 
de grupos desmovilizados. Créditos individuales por cuatro millones de pesos y 600 
millones de pesos para la corporación Arco Iris. Programa de seguridad.
ACUERDO DE PAZ CON LAS MILICIAS DE MEDELLÍN
Medellín, mayo 26 de 1994. Aspectos políticos. Incluir a Medellín dentro del área de aplica-
ción de circunscripciones electorales especiales que incorporen la organización o movi-
miento político que se derive de la organización armada. Participación de excombatientes 
en las juntas de acción local. Participación de excombatientes en las reuniones de planea-
ción e inversión social. Aspectos económicos y sociales. Realizar obras de inversión social 
en las comunas 1, 2, 3, 4, 5 y 6 de Medellín. Obras de infraestructura vial, y de servicios edu-
cación, salud, recreación y deportes. Normalización de la vida ciudadana. Construcción 
de viviendas. Capacitación empresarial. Conformar una policía comunitaria. Plan de con-
vivencia y seguridad. Derechos humanos. Conformar la Fundación para la Convivencia Ciu-
dadana en las comunas nororientales de Medellín. Aspectos de reinserción. Participación 
en la administración pública comunitaria. Inserción laboral. Educación. Salud. Vivienda. 
Proyectos productivos con créditos de tres millones de pesos. Plan de seguridad.
ACUERDO DE PAZ CON EL FFG
Cañaveral, Bolívar, junio 30 de 1994. Aspectos políticos. Establecer circunscripciones elec-
torales especiales en donde el frente tuvo presencia y en ellos a la organización o movi-
miento político que se derive del grupo guerrillero. Aspectos de reinserción. La Fundación 
Colombia Viva recibirá 40 millones de pesos para promover el proceso y presentar pro-
yectos productivos. Auxilio económico por 140 mil pesos por un año. Salud. Educación. 
Proyectos productivos, asistencia técnica para construir una organización de vivienda y 
gestión de créditos por tres millones de pesos. Plan de seguridad (Medellín, 1999).
En medio de la agudización del conflicto la reforma política representó para las guerrillas 
de segunda generación un instrumento político de negociación de intereses. Empero la 
inmediatez de los procesos de paz repercutió en acuerdos incumplidos. El retorno a las 
armas por parte de algunos excombatientes, el asesinato de exguerrilleros de las organi-
zaciones guerrilleras desmovilizadas, la avanzada paramilitar que en adelante operaría 
como Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), comandadas por los hermanos Casta-
ño y financiadas por pequeños narcotraficantes, toda vez que ante la muerte de Pablo 
Escobar y el encarcelamiento de los hermanos Orejuela los carteles de Cali y Medellín 
pasaban a ser divididos en pequeños sub-carteles y la ambivalencia de un proceso polí-
tico que abriera paso a la reconciliación nacional reflejó la fractura de un país en guerra. 
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De los más de 35 000 desmovilizados, apenas 1733 han logrado vincu-
larse laboralmente. Esta carencia ha conducido al incremento en los 
niveles de violencia en los distintos centros urbanos y también al rearme 
de estas personas, dando lugar al surgimiento de fenómenos como las 
bandas criminales. (Roldán, 2013)
La Constitución de 1991 se particularizó en medio de un escenario político que exi-
gía resolver una grave crisis institucional; se particularizó también en una estrategia 
para “normalizar” el país y brindar las condiciones sociales que darían paso a la aper-
tura económica y, finalmente, se particularizó en el esfuerzo por canalizar procesos 
de desmovilización con las guerrillas. En su esfuerzo por atender las especificidades 
guerrilleras, olvidó que la reforma política representaba un camino para transformar 
las condiciones estructurales que inauguraron y sostenían el conflicto social armado.
En medio de intereses propios y ajenos, 
el agotamiento del mantenimiento de la 
confrontación armada, un momento histórico 
que vislumbraba oportunidades políticas, la 
necesidad de legitimación institucional y la 
apertura a un nuevo contexto económico, la 
reforma política no significó la institución de 
un nuevo contrato social sino que su mayor 
contribución fue ablandar los reclamos 
sociales, pacificar una parte del país y menguar 
el movimiento insurgente.
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O6
ENTRE EL JUICIO 
POLÍTICO Y EL CAGUÁN:  
GOBIERNOS DE  
SAMPER Y PASTRANA
El gobierno de Ernesto Samper Pizano 
(1994 -1998) en materia de paz adelantó 
acercamientos puntuales con el ELN, 
acuerdos con el movimiento de milicias 
populares en Medellín y el acuerdo 
humanitario con las FARC, 
que permitió la libración de 61 miembros de las Fuerzas Militares 
secuestrados por las FARC. La política de paz con las guerrillas FARC 
y ELN se estructuró a partir de la Ley 434 de 1998 que creó el Con-
sejo Nacional de Paz (CNP) y avanzó en compromisos con el DIH, 
especialmente a través de la aprobación del Protocolo II de Ginebra.
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En relación con las FARC, pronto se frustró el diálogo a partir de la negativa por par-
te del Gobierno en despejar el municipio de La Uribe como exigencia por parte de 
la organización armada para alcanzar cualquier intento de diálogo. En relación con 
el ELN, las limitadas conversaciones se realizaron con voceros de la agrupación ar-
mada que se encontraban privados de la libertad y en conversaciones en España 
y Alemania se logró al final de su mandato el acuerdo conocido como Acuerdo de 
Puerta del Cielo, que estableció la participación de la sociedad civil, la búsqueda de 
la humanización de la guerra y las pautas para el desarrollo de la propuesta de la 
Convención Nacional (Sierra, 2009). 
Durante el gobierno Samper, desde el inicio y hasta el final, tuvo curso una investi-
gación adelantada en su contra conocida como: Proceso 8000. Este fue un proceso 
judicial emprendido contra el presidente Samper bajo la acusación de haber recibido 
financiación para su campaña electoral con dinero proveniente del narcotráfico, espe-
cíficamente desde el Cartel de Cali. La tormenta política ocasionó reacciones de todo 
tipo y una profunda deslegitimación que se agudizó ante confesiones por testigos que 
vinculaban al presidente y su gabinete de ministros. Finalmente, el Congreso absuelve 
al presidente y lo exonera de toda responsabilidad.
Entre las consecuencias en los procesos de paz se produce un estancamiento con las 
FARC y el ELN, no solo por la abierta oposición de los mandos militares, también por 
la fragilidad del Gobierno para adelantar cualquier intento de negociación. El único 
proceso concluido fue el realizado con las Milicias Populares de Medellín, que finaliza 
en medio de la negociación en la entrega de armas y la creación de las Convivir, un pro-
yecto que autorizaba la creación de cooperativas armadas civiles cuyo propósito era 
actuar como grupos de vigilancia para proteger pueblos vulnerables por las guerrillas. 
A pesar del conocimiento público del fenómeno paramilitar, bajo el Decreto 356 se 
aprueba la conformación de las Convivir.
El proceso de desmovilización de las Milicias Populares de Medellín se ajusta en un 
proceso de “reintegración sin desmovilización” (Giraldo y Mesa, 2013). El proceso de 
desmovilización colectivo no representó ningún aporte significativo en este aspecto, 
toda vez que la tasa de homicidio aumento en un 70% siendo ese año (1991) el más 
violento en la historia de Medellín. En los procesos de paz llevados a cabo con los 
grupos de milicias populares se debió exigir más que un acto de desarme; los proce-
sos de negociación fungieron como ventanas de oportunidades para el reajuste de 
relaciones de poder previamente existentes, a partir de la puesta en juego de múlti-
ples recursos (simbólicos, políticos, económicos, militares y culturales) El proceso de 
negociación que se llevó a cabo en 1994 con las milicias debería ser entendido a partir 
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de la existencia de un orden local no estatal en medio de un escenario de soberanía 
en disputa y una historia de permanente negociación del desorden a través de pactos 
entre bandas y milicias y entre ellas y el Estado (Carballo, Cordero y Ossandón, 2013).
Así, los excombatientes de los antiguos grupos de Milicias Populares de Medellín entra-
rían a ser parte de las nuevas cooperativas de seguridad privada llamadas Convivir. En 
su propósito de contrarrestar el desbordamiento de la confrontación armada cambia-
ron el objetivo inicial con el que fueron creadas y de la mano y apoyo de los narcotra-
ficantes y paramilitares ingresaron a ser parte de las AUC. Es necesario señalar que las 
Convivir no prosperaron con gran impacto a nivel nacional, salvo en el departamento 
de Antioquia, que en cabeza del gobernador Álvaro Uribe Vélez apoyó su creación y 
redimensionó hacia una estrategia de extrema derecha. 
El proyecto de las Convivir fue apoyado por el gobernador de Antioquia 
Álvaro Uribe Vélez, quien sería presidente de Colombia entre 2002-2010. 
Las FARC habían asesinado a su padre y Uribe vio en las Convivir un bas-
tión contra la guerrilla. (Ferry, p. 70)
Sin duda el ingrediente nuevo en la política de paz fue el papel de la sociedad civil, 
cuya participación dinamizó el despertar de un país hacia la búsqueda de la solución 
al conflicto; así se generó un gran número de organizaciones a favor de la paz. Además, 
en octubre de 1997, diez millones de personas votaron por el Mandato por la Paz, en 
cuya promoción participaron todas las organizaciones y sectores. 
Al finalizar el gobierno de Samper la guerra se intensificó, se complejizó y se degradó. 
La insurgencia creció en presencia territorial, recursos económicos y capacidad mili-
tar. El paramilitarismo también se extendió y se articuló a nivel nacional con las AUC. 
El narcotráfico continuaba siendo el sostenimiento económico principal de todas las 
partes involucradas en el conflicto. No obstante, el reconocimiento del carácter políti-
co del conflicto armado y de las organizaciones guerrilleras, la disposición a negociar 
sin deponer las armas, la participación activa de la sociedad civil y la aplicación efec-
tiva del DIH crearon condiciones favorables para el periodo presidencial de Andrés 
Pastrana (Villarraga, 2009).
El gobierno del presidente Andrés Pastrana Borrero (1998-2002) se caracterizó porque 
al final de su mandato era eminente el fracaso de su intento en llevar a cabo un acuerdo 
de paz con las FARC. Durante su periodo presidencial se despejo el municipio de San Vi-
cente del Caguán y desmilitarizó cuatro municipios más: La Uribe, Mesetas, La Macarena 
y Vista Hermosa, como requisito por parte de las FARC para iniciar procesos de diálogo. 
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La iniciativa de paz de Pastrana presagiaba 
que las condiciones estaban dadas 
para alcanzar un acuerdo de paz, pero 
el resultado sería la utilización de los 
municipios, por parte de las FARC, como 
un corredor estratégico para movilizar 
combatientes y dinamizar el negocio de la 
cocaína; también, ante la disminución de 
los operativos militares en esa región, las 
FARC se acomodaron militarmente dando 
como resultado un segundo aire para la 
continuación de la lucha armada. 
El final sería la ruptura de los diálogos de paz en medio de una grave crisis institucio-
nal derivada de la intensificación del conflicto armado, el secuestro de la candidata 
presidencial Ingrid Betancourt16 bajo la responsabilidad de las FARC en la zona de 
despeje mencionada y creada para el proceso de diálogo y el sinsabor de tres años 
de un proceso que estuvo interferido de forma permanente por hechos de violencia, 
enfrentamientos y violaciones, lo que implicó repetidas suspensiones y un daño irre-
mediable a cualquier posibilidad de diálogo de paz. 
16. El 23 de febrero de 2002 la candidata a la presidencia es secuestrada por un comando de las FARC en el munici-
pio de San Vicente del Caguán. 
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Al comienzo de la administración Pastrana recibió amplio apoyo de la comunidad 
internacional; a nivel nacional, impulsado por el Mandato por la Paz, propuso una 
agenda de diálogo con la insurgencia desde el inicio de su mandato. Sin embargo, su 
política de paz resultaba ambivalente en la medida en que mientras despejaba un mu-
nicipio para un escenario de diálogo con las FARC, implementaba una amplia ofensiva 
militar en desarrollo del Plan Colombia17. 
Como acción política de cara al conflicto armado adelantó contactos, conversaciones 
y mecanismos de diálogo con la insurgencia armada. En un hecho considerado como 
histórico, no solo por ser la primera vez que sucedía sino por las condiciones en que 
se gestaba, Pastrana, pocos días después de haber sido elegido, se entrevistó con el 
secretariado mayor de las FARC, Manuel Marulanda “Tirofijo” y Jorge Briceño “Mono 
Jojoy”, en un campamento de las FARC. Este acontecimiento sin duda ambientaba un 
pronto diálogo con la subversión. 
Con el ELN se logró el Acuerdo de Río Verde18, cuyo énfasis en la Convención Na-
cional incluía el DIH, impunidad y justicia. Posterior a la reunión en Ginebra19, con 
participación internacional y sociedad civil, se ratificó el tema de los derechos 
humanos. El proceso con el ELN estuvo acompañado por los “países amigos” y 
logró un intercambio temático con amplios sectores sociales y la construcción 
de una agenda en el marco del encuentro realizado en Costa Rica20. Con el ELN 
si bien se ofrecieron garantías para el desarrollo de la Convención Nacional y el 
diálogo se gestó en forma abierta, los esfuerzos de negociación se ahogaron en 
medio de graves incidentes ocasionados por esta guerrilla a la población civil, la 
arremetida paramilitar dirigida a zonas de especial presencia del ELN y el enfras-
camiento y fracaso para instalar una zona de distención en el sur del departa-
mento de Bolívar. 
A medida que transcurría el gobierno de Pastrana el apoyo político, militar e interna-
cional se restaba y progresivamente aumentaban las críticas, el descontento de las 
Fuerzas Militares y de sectores de oposición política. En el contexto del fracaso la apa-
17. El Plan Colombia inicia en el año 1999 como una estrategia de cooperación militar por parte del Gobierno de 
los Estados Unidos en su política de contrainsurgencia. Actualmente se encuentra en vigencia con la opera-
ción de siete bases militares.
18. Octubre 1998.
19. Julio 2000.
20. 2001
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tía hacia cualquier búsqueda de dar vía a una salida negociada al conflicto armado re-
sultaba insostenible. Ante la ofensiva guerrillera y paramilitar el Estado no tenía cómo 
hacer frente a la guerrilla: estaba ausente en 200 municipios de Colombia, acababa de 
perder muchos combates con la guerrilla y acababa de suceder lo de Patascoy y lo de 
otros municipios, donde más de 600 solados habían quedado en manos de la guerrilla. 
(Villarraga, 2008, pp. 32-33).
En resumen, los logros en materia de paz de Pastrana fueron: se suscribió un acuer-
do humanitario21 entre el Gobierno y las FARC que posibilitó el canje para la libera-
ción de la gran mayoría de militares y policías secuestrados a cambio de la libertad a 
guerrilleros encarcelados. En lo relativo al ELN, se consiguió la construcción de una 
agenda acordada de foros temáticos sobresaliendo el DIH. No estuvieron en su bi-
tácora ni el narcotráfico ni el paramilitarismo debido a su no reconocimiento como 
actores políticos.
Las fuerzas militares y sectores del poder dejaron solo al presiden-
te Pastrana, la oligarquía fue mezquina ante la posibilidad histórica 
presentada. La mesa se debatió ante un pulso militar no resuelto. En-
tretanto las FARC, alentadas por el avance militar conseguido sobre-
estimaron sus posibilidades y convencidas de estar en el preámbulo 
de una ofensiva estrategia definitiva, desaprovecharon las oportuni-
dades políticas existentes. Se mantuvo un nivel importante de movi-
lización social en exigencia al cese al fuego y secuestro, en contraste 
correspondió un alto incremento de las víctimas civiles principalmen-
te ocasionadas por paramilitares. Al progresivo estancamiento de las 
posibilidades de negociación y a la reactivación de factores de guerra, 
el enfoque militar y de guerra del Plan Colombia tuvo un viraje polí-
tico a partir del 11 de septiembre. Finalmente, el intento de alcanzar 
acuerdos de paz definitivos con las FARC y el ELN se frustró. (Villarra-
ga, 2009, pp. 118-119).
21. 2 de junio de 2001 2 de junio de 2001
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O7
DE LA DESMOVILIZACIÓN 
DE LAS AUC A LA 
CONFORMACIÓN DE 
BANDAS CRIMINALES
El fracaso final del proceso de paz 
abonó el camino para una reacción 
que pasó de la frustración a respaldar 
la salida de la fuerza, la retoma de las 
operaciones militares y la terminación 
del conflicto por la vía de las armas. 
La presidencia de Álvaro Uribe (2002-2010) se ofreció al país con 
el nombre de “seguridad democrática”, que se traducía en un 
despliegue ofensivo a los grupos guerrilleros hasta alcanzar su 
derrota o rendición. 
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El gobierno de Uribe, de principio a fin, estuvo acompañado por fuertes cuestiona-
mientos en los cuales se le vinculaba con la creación y apoyo a grupos paramilitares. 
Su propuesta de gobierno se encuadraba en la lógica contrainsurgente que inspira-
ban las AUC, cuyo apoyo electoral se hizo evidente en las regiones controladas por 
esta agrupación armada. Álvaro Uribe es el resultado de un país fragmentado en 
tres poderes: las Fuerzas Armadas, las guerrillas y los paramilitares; es también el 
resultado de un agotado conflicto interno con acciones de barbarie y terroristas y 
es el resultado de la desesperanza de un pueblo en el intento por buscar una salida 
política al conflicto armado.
La política de paz dirigida a los grupos guerrilleros estuvo ausente durante su man-
dato, salvo ocho rondas exploratorias entre el Gobierno y el ELN cuyo texto base 
abordó temas en DIH, secuestros, minas antipersonales, desplazamiento forzado y 
la aplicación de un cese al fuego y las hostilidades. En relación con la guerrilla de las 
FARC, cobró fuerza la exigencia de un acuerdo humanitario exigido desde la socie-
dad civil y no el rescate militar ofrecido por el Gobierno. En consecuencia, y debido 
a la intermediación del presidente de Venezuela Hugo Chávez y la senadora Piedad 
Córdoba, se facilitó la liberación unilateral de algunos secuestrados en poder de las 
FARC; sin embargo, el nuevo clima de entendimiento no perduró por mucho tiempo 
a razón del rompimiento de las relaciones bilaterales y diplomáticas entre Colombia 
y Venezuela22 junto con Ecuador23. 
La opción por el tratamiento militar al conflicto armado se implementó a través de 
dos nuevas fases del Plan Colombia denominadas Plan Patriota y Plan de Conso-
lidación. La apuesta guerrerista de Uribe rompe con la tradición de los gobiernos 
anteriores en buscar acercamientos con el movimiento insurgente; por el contrario, 
desconoce el conflicto social armado y enmarca a las guerrillas de las FARC y ELN 
como grupos terroristas y posteriores narcoguerrillas. 
De lo anterior, la estrategia militar operó a lo largo y ancho de la nación; su eficacia se tradu-
jo en la retoma del control territorial y político en algunas poblaciones con fuerte presencia 
22. En el año 2010 el presidente de Colombia Álvaro Uribe rompe las relaciones diplomáticas con Venezuela por 
considerar que el presidente de Venezuela, Hugo Chávez, apoyaba a las FARC y al ELN.
23. El rompimiento diplomático se desarrolló luego de que Colombia ejecutara una incursión en territorio ecuato-
riano realizando un bombardeo donde murieron Raúl Reyes, otros 17 miembros de las FARC, cuatro estudiantes 
mexicanos de la UNAM y un ciudadano ecuatoriano, quienes se encontraban pernoctando en un campamento 
fronterizo dentro de este país en la madrugada del 1 de marzo de 2008.
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guerrillera. También bajo su gobierno se presentaron los golpes más duros a las FARC24, y 
el repliegue de los grupos guerrilleros hacia las fronteras de Venezuela y Ecuador o hacia la 
sierras y montañas. Al finalizar su primer mandato (2006) el respaldo a su política contrain-
surgente crecía y todo parecía presagiar que la derrota por la vía militar de los grupos gue-
rrilleros era inminente. Con ese patrocinio popular inicia su segundo gobierno (2006-2010). 
24. Muerte de Manuel Marulanda, Raúl Reyes, Jorge Briceño, extradición de Simón Trinidad y Rodrigo Granda. To-
dos hacían parte del secretariado y comando mayor de las FARC. 
El segundo gobierno de Uribe representa la 
culminación de los acuerdos de desmovilización 
con las AUC. La cúpula de esta organización armada 
ilegal responde positivamente al llamado por parte 
del gobierno de Uribe para adelantar procesos de 
dejación de armas y desmovilización. Así, se aprobó 
la Ley 975 de 2005 denominada: Ley de Justicia y 
Paz, cuyo propósito reglamentaba los procesos de 
desmovilización que se iniciarían con las AUC. 
Esta ley proliferó en medio de las críticas por parte de la sociedad civil, que argumen-
taba que bajo este recurso jurídico se desvanecían todas las posibilidades reales de 
castigar los crímenes cometidos por parte de estos grupos (masacres, desplazamien-
tos forzados, asesinatos a líderes políticos, sindicalistas, campesinos e indígenas). “La 
ley y sus decretos reglamentarios no obligaban a los integrantes de los grupos parami-
litares a confesar todos sus crímenes” (Carvajal, 2007, p. 164). 
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Sumado a lo anterior, el progresivo y ágil desmonte de los grupos paramilitares da-
ban muestra del éxito en su programa de reinserción. Entre 2003 y 2006 se desmo-
vilizaron 35 000 personas que conformaban grupos AUC. La gran mayoría recibió 
perdones por sus crímenes. Para los comandantes ofreció condenas ligeras a cam-
bio de confesar una parte de sus delitos (Ferry, p. 98). En efecto, la orden de desmo-
vilización para los combatientes paramilitares operó a nivel nacional y los grupos se 
desintegraron en su mayoría. 
No obstante la extradición de los líderes de estos grupos paramilitares25, el fracaso 
hacia la reparación de las víctimas, las cortas penas para los excombatientes y la ne-
cesaria celeridad del proceso determinaron que varios excombatientes conforma-
ran nuevamente grupos paramilitares y con ellos el rearme y control territorial, en 
esta ocasión a través de los grupos conocidos como las BACRIM; por consiguiente, 
se incrementaron los niveles de violencia en los distintos centros urbanos y también 
el rearme de estas personas, lo que dio lugar al surgimiento de fenómenos como las 
bandas criminales (Roldán, 2013).
Con el mecanismo existente se ha concedido el indulto a casi la totali-
dad de los miembros de los bloques paramilitares desmovilizados, sin 
que obre una previa investigación ni la acción diligente de la Fiscalía, de 
manera que se concede tal beneficio a sabiendas de que sus integrantes 
son responsables directos de crímenes graves y masivos; lo cual denota 
la grave impunidad que afecta a la justicia colombiana, especialmente 
en relación con los casos de violación a los derechos humanos. (Villarra-
ga, 2006 Op: cit, p. 32)
Un análisis de las principales acciones del gobierno de Uribe en el tema de paz mues-
tra una subordinación de una histórica política de paz a una política denominada 
“seguridad democrática”. El abandono del proyecto de construir una política de 
paz nacional y estatal, la negación de la existencia de unas causas estructurales 
de orden político y social que dieron origen a la insurgencia y las exigencias en 
cumplimiento al número de operaciones militares sobre el número de muertos 
25. El 13 de mayo de 2008 de manera sorpresiva el Gobierno levantó la suspensión de extradición contra 
los máximos líderes paramilitares desmovilizados y ordenó de inmediato su traslado a Estados Uni-
dos. Entre quienes fueron extraditados están alias Jorge 40, Salvatore Mancuso, alias Gordolindo, 
alias Don Berna, alias Cuco Vanoy y Hernán Giraldo. En total son 14 los que fueron entregados al Go-
bierno estadounidense.
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guerrilleros que configuraron crímenes de Estado, más tarde conocidos como 
falsos positivos26, abonaron elementos críticos que se desbordaron al generalizar 
toda protesta social como amenaza terrorista.
En síntesis, la política gubernamental de Uribe frente a los procesos de paz descartó el 
tratamiento político con los grupos guerrilleros y lo entendió como un sometimiento 
a la institucionalidad sin abordar una agenda sustancial que comprometiera reformas 
socioeconómicas y políticas de fondo. A cambio estigmatizó su actuar en el modelo 
terrorista del momento y asoció el uso de la fuerza militar para resolver debates deve-
nidos de la oposición civil. La política de seguridad democrática enfatizó la imposición 
autoritaria de ganar la guerra mediante el progreso de una dinámica estratégica con 
gran ambición ofensiva. 
El afianzamiento del poder institucional militar descuida el desarrollo social aso-
ciándose al debilitamiento e incluso a la supresión de garantías constituciona-
les en materia de derechos humanos. En consecuencia, la implementación del 
proyecto polariza al país configurando dos bandos extremos: los ciudadanos a 
favor o en contra de la propuesta uribista. La discusión sobre el desmonte del 
paramilitarismo lo soportó desde un acto legislativo con carácter de indulto, me-
diado por un pacto flexible y rápido que no supo de responsabilidades y, por el 
contrario, se excusó en la recuperación de un Estado y del encargo en labores de 
contrainsurgencia. 
La aguda contradicción política, social y en especial por las víctimas directas de los 
grupos paramilitares en relación con el proceso de desmovilización con las AUC, se 
despejó sin mayor asombro con la conformación de las bandas criminales.
26. El término falsos positivos entró en el vocabulario de la prensa en 2006 cuando se encontró que una serie de 
bombas descubiertas y desactivadas no fueron puestas por las FARC sino por agentes de inteligencia del 
Ejército. A finales de 2008 el personero de Soacha reveló que 11 jóvenes que habían desaparecido fueron 
descubiertos en fosas comunes en Norte de Santander, a unos 650 kilómetros. Las investigaciones revelaron 
que los jóvenes habían sido reclutados bajo la promesa de conseguir trabajo y una vez en Norte de Santander 
fueron entregados a soldados que los asesinaron y reportaron sus cuerpos como dados de baja en combate o 
“positivos” en el argot militar. El entonces ministro de Defensa Juan Manuel Santos ordenó una investigación 
interna en torno a la práctica de los falsos positivos. Santos destituyó a 26 oficiales (entre ellos tres generales) 
por complicidad en las ejecuciones extrajudiciales de civiles. El general Mario Montoya tuvo que renunciar 
como comandante de las Fuerzas Armadas. Luego, el presidente Álvaro Uribe lo nombró embajador en Repú-
blica Dominicana. En agosto de 2011 la Fiscalía General reveló la cifra de 1622 casos con más de 2700 civiles 
muertos, incluidos 135 menores. 
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27. Informe emitido por la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (Codhes) Bogotá, Colombia. 
Los resultados de estas desmovilizaciones cosméticas eran previsi-
bles. Rápidamente, una nueva generación de milicias ilegales –diri-
gidas por antiguos mandos medios de las AUC– apareció a lo largo y 
ancho del país. El Gobierno colombiano se refiere a estos grupos, de 
manera oficial, como bandas criminales emergentes (BACRIM), deno-
minación que tapa el origen de estos grupos en las AUC. Pero como 
sus nuevos nombres propios –Águilas Negras, Rastrojos, Ejército Re-
volucionario Popular Anticomunista, entre otros– estos grupos suce-
sores se apoderaron de las operaciones criminales de las AUC y tienen 
el mismo modus operandi, salvo que ahora en muchas regiones hay 
varios grupos rivales que se disputan de manera violenta el control 
de las rutas para exportar drogas, el negocio local de los narcóticos, 
el derecho a la extorsión y poder político. Siguiendo con la tradición 
estos herederos de las AUC continúan con el asesinato de sindicalistas, 
defensores de derechos humanos y líderes de movimiento sociales. 
Emiten amenazas con un lenguaje idéntico al que utilizaban las AUC 
cuando acusaban a líderes campesinos de pertenecer a la guerrilla y 
prometían su exterminio en nombre del anticomunismo. De acuerdo 
con el monitoreo las BACRIM desplazaron de manera forzada a más de 
11 000 personas en 201127 (Ferry, p. 104). 
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O8
DE MARQUETALIA 
A LA HABANA: 
ACUERDO DE PAZ CON LAS 
FARC. GOBIERNO DE SANTOS
El acuerdo de paz firmado28 entre el 
Gobierno colombiano y la guerrilla 
de las FARC, 
por parte del gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018) su-
puso que más allá de lograr celebrar un acuerdo de paz y dar 
fin al conflicto armado más duradero en Latinoamérica, será 
mantener una paz perdurable. La nueva estrategia implica una 
transición de la insurgencia a la democracia con la advertencia 
por la responsabilidad en la reparación a las víctimas y las im-
plicaciones que comporta la justicia transicional. En ese sentido 
28. El acuerdo final es firmado el 24 de noviembre de 2016 en la ciudad de Bogotá, Colombia. 
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se establece una agenda temática: justicia transicional, reforma agraria, participación 
política y reparación a víctimas, temas de negociación que se fueron desatorando pau-
latinamente. Bajo esta lógica el gobierno de Santos ha procurado resolver y entender 
los puntos álgidos del conflicto armado en Colombia a través del diálogo con los re-
presentantes de las FARC, la sociedad civil, las víctimas y la creación de una Comisión 
Histórica del Conflicto y sus Víctimas (CHCV). Así, en febrero de 2012 en la ciudad de la 
Habana, Cuba, se da inicio al proceso de diálogos de paz entre el Gobierno colombiano 
y la guerrilla de las FARC.
El Estado colombiano en su esfuerzo por recuperar el monopolio de las armas de-
berá encargarse de que el acuerdo de paz no se limite al acto de la entrega de las 
armas, sino que sea el inicio real y verdadero del proceso de desmovilización (Guaque-
ta, 2005). Además, el factor que viene ejerciendo la comunidad internacional (Unión 
Europea, UNASUR y Cuba) en su papel de garante en el proceso de paz y veedor en 
los acuerdos, ha quizás señalado la diferencia con los anteriores procesos de paz y un 
nuevo irrumpir en el presente. En Colombia, dada la complejidad del conflicto, de no 
contar con el apoyo que pueda desempeñar un rol externo en la solución negociada al 
conflicto, quizás no quedaría otra solución que la militar (Bocchi, 2009). 
En relación con lo anterior, es necesario señalar que, si bien es cierto el papel de la co-
munidad internacional en procesos de paz, debe ser entendido como el afianzador del 
acuerdo logrado y no debería desvirtuar su papel en la lógica interna del conflicto, toda 
vez que su intromisión llevaría a ocasionar fracasados procesos de posconflicto. Los pro-
cesos de paz no se pueden reducir a un simple instrumento de desmilitarización, con-
cibiéndolo como un paso de la guerra hacia la paz, excluyendo los elementos sociales y 
políticos que dieron constitución al conflicto; sumado a lo anterior, al parecer la presión 
internacional hacia la búsqueda de una salida negociada al conflicto armado en Colom-
bia sugirió al presidente Juan Manuel Santos buscar el respaldo necesario por medio de 
países y organismos internacionales para que en su función de “tercero” actúen en la 
vigilancia de los acuerdos pactados, que fue también un requisito por parte de las FARC. 
El proceso de negociación estuvo antecedido por tres aspectos sociopolíticos que a 
nuestra consideración configuraron las condiciones para iniciar la apertura al diálogo. 
El primero obedece al debilitamiento militar y popular de las FARC. Es inevitable no aso-
ciar el número de desmovilizados29 (desertores) de las filas guerrilleras, el número de 
29. Entre el 7 de agosto de 2002 y el 23 de marzo de 2015 el Observatorio de Paz y Conflicto de la Universidad Nacio-
nal de Colombia registró un total de 25 002 desmovilizados en modalidad individual. 
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muertes en operaciones militares a sus principales comandantes y un periodo de ocho 
años cuya acción del Estado en contra de las organizaciones guerrilleras logró afectar 
su capacidad operativa, así como su presencia y control en amplias zonas del país, que 
antes eran sus retaguardias. Esta actuación se enmarca en la formulación e implemen-
tación de políticas de seguridad y defensa y particularmente en la propuesta de segu-
ridad democrática del gobierno de Uribe. También la táctica militar implementada por 
las FARC (secuestros, narcotráfico y desplazamiento forzado) contribuyó a percibir a 
esta guerrilla como un grupo terrorista alejado de sus principios revolucionarios30. 
El segundo aspecto se refiere a la promulgación de la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras31. A mitad de 2011 el presidente Juan Manuel Santos presenta al país la ruta 
para alcanzar la paz y reconciliación nacional. En consecuencia, entre los pilares se 
crea la mencionada ley como un marco fundamental para consolidar una sociedad en 
paz. De esta manera se comprende el conflicto armado como un conflicto social; tam-
bién parte de reconocer la existencia de las víctimas y sienta las bases para el derecho 
a la restitución de tierras, canalizado por medio del Sistema Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, SNARIV. La ley en sí misma constituye una puerta 
de retorno a los procesos de negociación y hacia la construcción de la política de paz; 
también representó un encuentro ciudadano para desmantelar la imagen del enemigo 
al modificar el término de grupos terroristas por guerrilleros y una muestra de superar 
un conflicto por la vía política. 
El tercer aspecto tiene que ver con la posición ideológica neoliberal instalada en el 
gobierno de Santos como en el de Uribe. La desmilitarización del país en términos de 
acordar una paz “barata” señala la relación entre la no existencia del conflicto armado 
y la explotación de los recursos naturales. Es indudable que existe una estrecha rela-
ción entre los territorios donde se han presentado mayores desplazamientos forzados 
y el modelo extractivista a gran escala. Un análisis de los territorios en los cuales se 
ha desarrollado el conflicto con mayor intensidad muestra el enfrentamiento en las 
mismas zonas geográficas ricas en minerales, agua, gas y petróleo. 
30. El 4 de febrero de 2008 bajo la consigna NO MÁS MÉNTIRAS – NO MÁS SECUESTROS – NO MÁS FARC marcharon 
en Colombia y en otros países alrededor de 10 millones de personas.
31. La presente Ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y eco-
nómicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 
3º de la presente Ley, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su 
condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales.
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La disputa por los recursos naturales colombianos se centra hoy en día 
en dos campos principalmente: los yacimientos de minerales, el petró-
leo y el gas, de una parte, y de otra, las tierras del Magdalena Medio, la 
llanura costera y la Orinoquia, tierras fértiles y ricas en agua” (Giraldo y 
Revéiz, 2015, p. 145).
Pensar el territorio colombiano como un escenario para el extractivismo minero trans-
nacional no resulta extraño si revisamos las más recientes licencias otorgadas a em-
presas internacionales dedicadas a la explotación minera32. Colombia ha sido un país 
minero y con gran abundancia hidrológica; no obstante, las nuevas formas de extrac-
ción denominadas minería a cielo abierto constituyen un riesgo altísimo que afectaría 
el equilibrio y sostenimiento alimentario. “La locomotora minera del gobierno de San-
tos es la continuidad de la política de promoción y facilitación de la extracción minera 
de Uribe” (Giraldo y Revéiz 2015, p. 148). 
Desde estas consideraciones se concluye en el ayer como en el hoy un imaginario 
latifundista que recae sobre las comunidades vulnerables y sociedad en general. Un 
impacto y debate ético sobre el medio ambiente que se desvanece en la inmediatez 
económica y un programa de restitución de tierras que surge como respuesta parcial 
a un sinnúmero de injusticias sobre el uso y apropiación de la tierra.
La primacía del Gobierno nacional en el manejo del sector extractivo se 
apoya en tres consideraciones determinantes: la definición constitucional 
de que el Estado es el propietario del subsuelo (art. 332), la premisa conte-
nida en el Código de Minas según la cual la minería es una actividad pública 
y de interés social (art. 13) y la tesis de que el ordenamiento minero nada 
tiene que ver con el ordenamiento territorial. (Velásquez, 2015, p. 157)
Ahora bien, en relación con los puntos de discusión y que posteriormente fueron ne-
gociados entre las FARC y el Gobierno se encuentran: política de desarrollo agrario in-
tegral, participación política, fin del conflicto, narcotráfico y reparación a las víctimas. 
El método para refrendar los acuerdos fue a través de un plebiscito. El resultado del 
mismo fue NO a los acuerdos con las FARC. En consecuencia, el Congreso y la Cámara 
de Representantes aprobaron el acuerdo de paz con las FARC en noviembre de 2016.
32. Durante los ocho años del gobierno de Uribe y lo que va de Santos han sido otorgados títulos mineros en una 
superficie de 6.083.000 hectáreas. Véase al respecto “Feria de minería amenaza los ecosistemas colombianos” 
por Gonzalo Andrade. 
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Vistos en perspectiva los procesos de paz iniciados desde el gobierno de Betancourt 
hasta el de Santos, si bien fueron procesos que atendieron una lógica de negociación, 
cada proceso generó fenómenos dinámicos particulares que por su continuidad y sin-
cronía han configurado la construcción de una política pública hacia la paz. Los distin-
tos gobiernos le han apostado a realizar acuerdos de paz, diálogos o procesos de ne-
gociación con los diferentes grupos al margen de la ley, pero en su intento de negociar 
en ocasiones lo “innegociable” han agendado propuestas en la arena política sin mirar 
atrás los repetidos fracasos de los gobiernos anteriores. 
Digamos que los cierres bajo las propuestas 
de paz iniciadas a partir de 1953 han abierto 
nuevas posibilidades para la continuación 
del conflicto. Es decir, el final de un proceso 
de paz no ha determinado el fin del conflicto 
sino, por el contrario, nuevas alternativas para 
su mantenimiento. Los procesos de paz han 
sido mediatizados por las necesidades de cada 
momento histórico; sin embargo, si revisamos 
los acuerdos incumplidos y los pactos rotos de 
cada una de las partes, podemos comprender 
que los repetitivos debates puestos en la mesa de 
negociación no han podido ser superados por ser 
los mismos motivos que iniciarían la insurgencia.
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En Colombia han sido creadas unas instituciones con el ánimo de atender a los excomba-
tientes de resultados de acuerdos de paz o a quienes han decidido desmovilizarse en for-
ma individual. Desde 1983 existe el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), en 
1990 aparece el Consejo Nacional de Normalización (CNN), luego en 1991 la Oficina Nacio-
nal para la Reinserción (ONR), en 1994 la Red de Solidaridad Social (RSS), para contar ac-
tualmente con la Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR). Estas instituciones han 
tenido como objetivo lograr un proceso de reintegración en las mejores condiciones para 
los excombatientes abarcando áreas como vivienda, salud, estudio, trabajo y el esfuerzo 
en brindar seguridad al excombatiente y su familia. Sin embargo y aunque pareciera que 
las condiciones han sido dadas para facilitar el tránsito de los excombatientes hacia pro-
cesos de reintegración social, varios de los desmovilizados tanto de grupos guerrilleros 
como paramilitares han optado por el retorno a la vida armada; en medio del conflicto la 
reintegración social se confunde y su capacidad de acción se ve estrechamente limitada. 
Las deficiencias para el logro de la reintegración no son culpa de las instituciones que 
lideran el proceso sino de la existencia de un conflicto armado (Giraldo, 2010). 
Desde la jurisprudencia se han creado tantas leyes como decretos, casi desde el mismo 
inicio de la insurgencia, para contribuir en los procesos de desmovilización y posterior 
reinserción. La lista incluye el Decreto 1823 de 1954, la Ley 37 de 1981, la Ley 49 de 1985, 
el Decreto 1385 de 1994, el Decreto 715 de 1994, la Ley 418 de 1997, el Decreto 548 de 
1999, el Decreto 782 de 2002 y la Ley 975 de 2005. Todos buscan facilitar la reinserción 
de grupos guerrilleros y paramilitares desmovilizados que se encuentren vinculados a 
un proceso de paz o los desmovilizados de manera individual de dichas organizaciones. 
Con especial énfasis el Decreto 1385 de 1994 cuyo propósito33 señala el inicio en el avance 
de la política hacia la desmovilización de manera voluntaria, es decir, individual. En con-
secuencia, el conflicto social armado colombiano y la apertura de las respectivas mesas 
de negociación presentan una serie de aristas y cánones que se entretejen y contraponen 
de manera simultánea, lo que explica el porqué de las negociaciones, los intentos y los 
fracasos y la diversidad de respuestas de la guerrilla colombiana, así como el surgimiento 
del paramilitarismo y el progresivo aumento en la desmovilización individual. Esto último 
reafirma la necesidad de estudiar la dimensión subjetiva de los actores y por supuesto del 
conflicto en sí mismo recuperando su carácter político y social en medio de lo subjetivo 
que comporta el desarrollo de múltiples violencias (Pizarro, 2001). 
33. Artículo 1o. Quienes por decisión individual abandonen voluntariamente sus actividades como miembros de organiza-
ciones subversivas y se entreguen a las autoridades de la República, podrán tener derecho a los beneficios a que hacen 
referencia los artículos 9°, 48 y 56 de la ley 104 de 1993, en las condiciones y mediante los procedimientos allí señalados.
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Cuadro 3. Construcción de política pública para la desmovilización individual  
y colectiva. (1982-2016)
GOBIERNO
Belisario 
Betancourt 
(1982-1986)
 » Ley 35 de noviembre de 1982 “por la cual se decreta una 
amnistía y se dictan normas tendientes al restablecimiento y 
preservación de la paz”.
 » Nombramientos Altos Comisionados para la paz. 
 » Programa de Rehabilitación. 
POLÍTICA PÚBLICA DESMOVILIZACIÓN
Excarcelación presos políticos M-19.
Diálogos de paz con las FARC.
Creación partido político Unión Patriótica U. P.
GRUPO SUBVERSIVO
34. Hubo una ausencia de garantías por parte del Gobierno frente a la seguridad de los beneficiarios de la Ley. 
La ley de amnistía permitió el reconocimiento político de las 
organizaciones guerrilleras.
Apertura a negociación con grupos subversivos (M-19).
Acuerdo de La Uribe en 1985 entre el Gobierno y las FARC.
Creación Unión Patriótica. 
COYUNTURA POLÍTICA
Conformación de guerrillas de primera y segunda generación. 
Aparición del narcotráfico.
Constitución grupos paramilitares (MAS).
Toma Embajada República Dominicana guerrilla M-19.
Asesinatos a los amnistiados del M-1934.
COYUNTURA SOCIAL
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Cuadro 3. Construcción de política pública para la desmovilización individual  
y colectiva. (1982-2016)
GOBIERNO
Virgilio 
Barco 
(1986-1990)  » Política de paz Reconciliación, Normalización y 
Rehabilitación.
 » Consejería Presidencial para la Reconciliación, 
Normalización y Rehabilitación.
 » Ley 77 de indulto.
 » Consejo Nacional de Normalización (reintegración) 
constituido mediante el Decreto 314/1990. 
 » Fondo Nacional para la Paz. 
POLÍTICA PÚBLICA DESMOVILIZACIÓN
Acuerdo de tregua con las FARC.
Acuerdo de paz con el (M-19).
GRUPO SUBVERSIVO
Asamblea Nacional Constituyente.
COYUNTURA POLÍTICA
Conformación grupos paramilitares.
Asesinato de cuatro candidatos presidenciales.
Exterminio militar a representantes, líderes, simpatizantes de la U. P.
Toma del Palacio de Justicia (M-19).
Infiltración del narcotráfico en todos los niveles.
Fin de la Guerra Fría y acuerdos de paz con grupos guerrilleros 
centroamericanos (contexto internacional).
COYUNTURA SOCIAL
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Cuadro 3. Construcción de política pública para la desmovilización individual  
y colectiva. (1982-2016)
GOBIERNO
César 
Gaviria 
(1990-1994)
 » Plan Nacional de Rehabilitación (PNR).
 » Decreto 2884. Se crea el Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República para la Reinserción. 
 » Pacto por la consolidación de los acuerdos35. 
 » Decreto 1388/199436. 
 » Programa Educativo para la Paz y la Reconciliación Nacional.
 » Decreto 21337 /1991.
 » Decreto 1943/199138.
 » Decreto 1385 39/1994.
POLÍTICA PÚBLICA DESMOVILIZACIÓN
Acuerdos de paz con las guerrillas EPL, PRT, MAQL, CRS, FFG y CER.
GRUPO SUBVERSIVO
35. El 11 de mayo de 1993 el gobierno Gaviria, luego de negociaciones con los voceros de grupos desmovilizados, 
suscribió el Pacto por la consolidación de los acuerdos de paz, que hizo énfasis en tres momentos sustanciales: 
1. Fortalecer las formas organizativas de los desmovilizados. 2. Incrementar la acción gubernamental y la pre-
sencia estatal en las regiones de influencia de los grupos desmovilizados. 3. Garantizar una adecuada infraes-
tructura organizacional y administrativa del programa para la reinserción.
36. Por el cual se estableció la Circunscripción Territorial Especial de Paz, que posibilitó el acceso a los Consejos Municipales 
de 186 desmovilizados. Otros lo hicieron por vía directa; 40 diputados y 20 alcaldes completaron la presencia de represen-
tantes de organizaciones guerrilleras desmovilizadas en las instancias del poder ejecutivo y legislativo en el ámbito local.
37. Definió los beneficios de indulto y amnistía para las organizaciones guerrilleras.
38. Es el inicio de la política pública hacia la desmovilización en forma voluntaria.
Reforma política: Nueva Constitución 1991.
Diálogos de paz con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar 
Tlaxcala (México) y Caracas (Venezuela). 
COYUNTURA POLÍTICA
Despliegue ofensivo grupos paramilitares.
Financiación y control conflicto narcotráfico.
Movimientos ciudadanos por la paz.
Surgimiento de organizaciones sociales no gubernamentales a 
favor de la paz. (ONG) y fundaciones constituidas por desmovilizados.
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Cuadro 3. Construcción de política pública para la desmovilización individual  
y colectiva. (1982-2016)
GOBIERNO
Ernesto 
Samper 
(1994-1998)  » Creación Cooperativas de Seguridad Privadas
40 Convivir.
 » Creación Consejo Nacional de Paz41.
 » Dirección General para la Reinserción.
 » Planes regionales de reinserción y paz.
POLÍTICA PÚBLICA DESMOVILIZACIÓN
Acuerdos de paz con las Milicias Populares de Medellín.
GRUPO SUBVERSIVO
Juicio político al presidente Ernesto Samper.
COYUNTURA POLÍTICA
Intensificación del conflicto armado en las zonas rurales. 
Desplazamiento forzado.
Persecución y asesinato a desmovilizados de los acuerdos de 
paz con el gobierno de César Gaviria. 
COYUNTURA SOCIAL
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39 Artículo 1º. Quienes por decisión individual abandonen voluntariamente sus actividades como miembros de 
organizaciones subversivas y se entreguen a las autoridades de la República, podrán tener derecho a los be-
neficios a que hacen referencia los artículos 9º, 48 y 56 de la Ley 104 de 1993, en las condiciones y mediante los 
procedimientos allí señalados.
40. Decreto Ley 356 de 1994, el cual estableció las condiciones para regular nuevos “servicios especiales de seguri-
dad privada” que operarían en zonas de combate donde el orden público fuese precario. El 27 de abril de 1995, 
una resolución de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada les otorgó a dichos nuevos servicios el 
nombre de CONVIVIR.
41. El Consejo Nacional de Paz es creado a través de la Ley 434 de 1998. 
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Cuadro 3. Construcción de política pública para la desmovilización individual  
y colectiva. (1982-2016)
GOBIERNO
Andrés 
Pastrana 
(1998-2002)
 » Red de Solidaridad Social.
POLÍTICA PÚBLICA DESMOVILIZACIÓN
Fracaso de proceso de paz con las FARC en la zona de despeje 
San Vicente del Caguán. 
Ruptura de diálogos con el ELN.
GRUPO SUBVERSIVO
Convocatoria al Frente común por la paz y contra la violencia.
Mandato ciudadano por la paz.
Diálogo de paz con las FARC.
Diálogo y construcción agenda con el ELN.
Asamblea permanente de la sociedad civil por la paz.
COYUNTURA POLÍTICA
Expansión del fenómeno paramilitar a nivel nacional.
Aumento de desplazamiento forzado interno en zonas de 
cultivo y control narcotráfico.
COYUNTURA SOCIAL
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Cuadro 3. Construcción de política pública para la desmovilización individual  
y colectiva. (1982-2016)
GOBIERNO
Álvaro 
Uribe  
(2002-2010)
 » Decreto 128/2003.
 » Creación Oficina del Alto Comisionado para la Paz. 
 » Ley 78242/2002. 
 » Decreto 12843/2003.
 » Ley 975/2005 (Ley de Justicia y Paz).
POLÍTICA PÚBLICA DESMOVILIZACIÓN
Acuerdo de paz y desmovilización de los grupos 
paramilitares (AUC).
GRUPO SUBVERSIVO
Política de seguridad democrática.
Proceso de diálogo con los grupos paramilitares. 
COYUNTURA POLÍTICA
Crisis institucional profunda y país fragmentado entre la 
guerrilla y los paramilitares.
Política antiterrorista (11 de septiembre). 
COYUNTURA SOCIAL
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42. Disposiciones para facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados organizados al margen 
de la ley para su desmovilización y reconciliación entre los colombianos y la convivencia pacífica.
43. Artículo 1°. Política de reincorporación a la vida civil. La política conducente a desarrollar el programa de reincor-
poración a la sociedad y los beneficios socioeconómicos reconocidos será fijada por el Ministerio del Interior en 
coordinación con el Ministerio de Defensa Nacional.
Análisis de la decisión individual en procesos de desmovilización con sujetos 
excombatientes de grupos al margen de la ley en Colombia
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Cuadro 3. Construcción de política pública para la desmovilización individual  
y colectiva. (1982-2016)
GOBIERNO
Juan 
Manuel 
Santos 
(2010-2018)
 » Creación de la Agencia Colombiana para la Reintegración, ACR.
 » Ley de víctimas y restitución de tierras.
POLÍTICA PÚBLICA DESMOVILIZACIÓN
Acuerdos de paz con las FARC.
GRUPO SUBVERSIVO
Proceso de diálogo con las FARC.
Apoyo internacional de países como Estados Unidos, 
Venezuela, Ecuador, Cuba, Chile y la Unión Europea.
Diálogos y construcción de agenda temática con el  
ELN en Ecuador.
COYUNTURA POLÍTICA
Conformación grupos de bandas criminales BACRIM.
Movimientos sociales en contra de la salida militar del conflicto. 
COYUNTURA SOCIAL
Fuente: elaboración propia
Capítulo 1
123
En esencia, el origen, progreso y sostenimiento del conflicto colombiano se enmarca 
en un proceso de larga duración que vincula elementos simbólicos recreados en el 
imaginario colectivo y que hacen del conflicto un entretejido difícil de separar o aislar 
de un elemento sin interrelación con otro. En consecuencia, lo ideológico amarrado a 
la violencia bipartidista, en un primer momento, se va configurando hacia una política 
de terrorismo de Estado, que daría paso a la institución imaginaria del enemigo. 
La segunda ola del movimiento insurgente va de la mano con la aparición en el pano-
rama colombiano de grupos paramilitares y el negocio del narcotráfico vendrá a ser el 
garante financiero de todas las partes armadas. Hablamos entonces de un conflicto 
social armado que hace tránsito en el imaginario político y social en Colombia. 
La construcción de la política pública hacia la desmovilización parte del fundamento 
del monopolio de las armas por el Estado, del sometimiento a cargo de los grupos 
armados ilegales y de la derrota de un proyecto político militar. Bajo esta perspectiva, 
se han perdido posibilidades de construir política en la búsqueda de ampliar procesos 
de participación democráticos y mejorar garantías sociales. Los acuerdos han girado 
en particularidades sectoriales y han desconocido un proyecto nacional.
La política pública hacia la desmovilización individual ha sido una estrategia favora-
ble para incentivar la desmovilización voluntaria. Sin embargo, el tratamiento para la 
reintegración es el mismo para los sujetos que se desmovilizan por acuerdos de paz y 
en forma individual. Actualmente, el programa dirigido hacia la desmovilización volun-
taria ha sido usado como estrategia militar, descuidando las implicaciones subjetivas 
que se colocan en juego en el sujeto de la desmovilización individual.
La decisión los sujetos que ingresan a ser parte de los grupos de izquierda (guerrillas) 
o grupos de derecha (paramilitares) se explica a partir de comprender que la elección 
se estructura alrededor de unos imaginarios instituidos que han hecho curso sobre los 
discursos creados frente al supuesto enemigo. El imaginario de la existencia de otro 
como enemigo o camarada se comprometen en esa subjetividad política que consti-
tuye al sujeto político de la desmovilización individual. 
El sujeto combatiente, el sujeto de la desmovilización individual es un sujeto político, sos-
tenido en unos imaginarios alrededor de una causa política militar de izquierda o derecha. 
Hablamos entonces de que el sujeto de investigación es un sujeto social que se inscribe en 
un proyecto político militar, se funde en un colectivo cargado de significados y por medio 
de la decisión por la desmovilización individual de la organización armada ilegal renuncia 
a esa subjetividad construida sobre un imaginario que deviene político-militar e ilegal. 
